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1NTRODUCC 1 ON  

La finalidad principal en este trabajo es analizar 
el elemento autoridad dentro de los grupos socia--
les, desde el más natural y espontáneo, que es la-
familia, hasta el más complejo y poderoso, que es-
el Estado. 

Veremos que la autoridad representa la causa for--
mal de la Sociedad, aquella que organiza la mate--
ria del mismo, que es la población, y le señala -
sus cauces y los lineamientos de su actividad. Y-
a la vista del papel de la sociedad en la consecu-
ción del bien público temporal, no podemos menos -
que subrayar con energía la importancia decisiva -
de esta fuerza- espiritual y física- que dirige y-
coordina, que estimula y sanciona. 

Sin meternos a discutir si la denominación más - -
apropiada de ese elemento directivo de la Sociedad 
es la de autoridad o la de poder, usaremos indis--
tintamente esos términos que, en el Fondo, dan a -
entender dos aspectos diversos y complementarios -
de una misma realidad: autoridad representa la - 
fuerza moral, poder, la fuerza Física. Aunque tam 
bi én podría ser viceversa. Por esa razón, emplea-
remos comúnmente estos términos corno sinónimos y -
dejaremos que el contexto de la Brasa de a enten--
der en que significado especial se les utiliza. 

Concretamente, nuestra intención es describir la - 
autoridad, señalar sus características, sus Funcio 
nes, sus límites, su fundamento y ei porque de sus 
mani festaci ones. 



CAPITULO 	I 

ORIGEN DE LA AUTORIDAD 

1.- Necesidad de la autoridad 

2.- Su origen Divino 

3.- La Autoridad en Concreto 

4.- El primer sujeto de la autoridad 

5.- El contrato social y el consentimiento popular 

6.- La legitimidad, la aceptación del poder consti 
tuido. 
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ORIGEN DE LA AUTORIDAD 

1.- Necesidad de la Autoridad. 

Siendo natural al hombre el vivir en sociedad, di-
ce Santo Tomás, es necesario que haya entre los --
hombres algo por lo cual la multitud sea regida. -
Porque al existir reunidos muchos hombres, si cada 
uno proveyese a sí mismo según su privado parecer-
y conveniencia y no hubiese quien cuidase de las - 
cosas pertenecientes al bien común, se disolvería-
la multitud en diversas partes, de la misma manera 
que se disolvería el cuerpo del hombre, o de cual-
quier otro animal, si no existiese en el organismo 
una fuerza directiva o gubernativa común (visregi-
tiva communis) que se aplicase al bien común de to 
dos los miembros. 	Considerando lo cual, dijo Salo 
món: Donde no hay gobernador se disipará el pueblo. 
Y esto por la siguiente razón: porque no hay entre 
los hombres algo propio e individual y algo común; 
y en cuanto a esto último se unen, pero en cuanto-
a lo primero difieren y discrepan; y lo que es cau 
sa de discrepancia no puede serlo de unión. Por -
donde es necesario que, además de aquellos que los 
impulsa y mueve al bien particular de cada uno, --
hay algo que las mueva al bien común de todos. 
Por lo cual vemos que en toda pluralidad de cosas-
que están ordenadas a la unidad se encuentran algu 
na que rige a las demás. (1) 

(1) José M. Llovera "Tratado de Sociología", pág.-
93. Madrid 1963. 



Admitiendo por igual los autores católicos que la-
autoridad es elemento indispensable en las socieda 
des humanas no convienen, sin embargo, en señalar-
su grado de esencialidad. 

Unos, como Cathrein, opinan que la autoridad no es 
forma substancial de la sociedad, y que, por ende, 
no es elemento esencial de la misma, sino sólo pro 
piedad necesariamente de ella resultante. Fundán-
dose en que la sociedad puede concebirse perfecta-
ya en cuanto a su esencia antes de suponerla infor 
mada por una autoridad. Cuatro razones aduce el -
P. Cathrein en confirmación de este aserto, que no 
podemos examinar aquí, pero no nos parecen del to-
do concluyentes. (2) 

Otros, por el contrario, como el P. Pesch, que ci-
ta en su favor a Schiffini y Taparelli, quieren --
que la autoridad sea la verdadera forma o elemento 
específico de la sociedad, algo, por tanto, esen--
cial y no simplemente resultado necesario de la so 
ciedad ya completa en cuanto a su esencia. Fúndan 
se en que la autoridad no sólo es necesario para -
que la fuerza social, ya creada por la unión de vo 
luntades, tienda convenientemente a la realización 
del fin de la sociedad, sino aun para la misma 
unión estable de entendimientos, voluntades y ener 
gías, sin la cual la misma Fuerza social no se pue 
de suponer constituidas. Es decir observa el P. - 
Pesoch, que la autoridad no es algo posterior a la 
unión ya suficientes de voluntades, y anterior tan 

(2) Cathrein "Filosofía Moral", pág. 507. Madrid-
1960. 
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sólo al ejercicio externo de la actividad social,-
sino que es ella quien por sí misma, mediante su - 
presencia y su influjo sobre los individuos que de 
ben unirse socialmente, da no sólo al acto social-
en sí considerado, sino también a la misma socie—
dad, la unidad interna y eficaz que su propia esen 
cia reclama. La Autoridad - dice Taparelli - es -
en la sociedad lo que el alma en el ser viviente,-
lo que la fuerza en los cuerpos; es decir, un prin 
cipio intrínseco y esencial de unidad para el moví 
miento y conservación: principio intrínseco, con -
lo cual se distingue del fin, que es el principio-
extrínseco de unidad; principio esencial, porque - 
él es quien da a la sociedad su propio ser. Así -
como ninguna cosa puede existir sin sus principios 
intrínsecos y esenciales, así tampoco puede exis--
tir ninguna sociedad si en el mismo instante no --
existe ya también, la autoridad, que es quien la -
forma y, para servirnos de esta palabra, la infor- 
ma. 	La autoridad nace, de consiguiente, al mismo- 
tiempo que la sociedad, y los filósofos que han se 
parado una de otra, haciendo derivar la primera de 
la segunda, han incurrido en el mismo error que --
los que en otro terreno afirman que la fuerza de -
los cuerpos materiales se derivan de sus componen-
tes, o que el principio vital de un ser animado na 
ce de la materia organizada. (3) 

Al respecto John Locke opina: Ya que Dios hizo al-
hombre una criatura tal que, a su propio juicio, -
no le convenía estar sola, le puso bajo fuertes -- 

(3) Pesch "Tratado de Economía Nacional", t. 1, -
núm. 64. Madrid 1960. 
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presiones de necesidad, conveniencia e inclinación 
para llevarle a lo social, y le dotó de entendi- -
miento y habla para sostener y disfrutar de la so-
ciedad. la primera sociedad fue la que hubo entre 
un hombre y su esposa, que dio principio a la de -
los padres e hijos, a la cual añadió la de amos y-
sirvientes. Y aunque todas ellas podían reunirse-
y esto hacián comúnmente para constituir uña fami-
lia, cuyo amo o ama tenían cierto mando propio de-
una familia, cada una de ellas o todas juntas no - 
llegaban a ser una sociedad política, como veremos 
al considerar los diferentes fines, límites y la--
zos de cada una. 

Habiendo nacido el hombre, como se ha dicho, con - 
perfecto título a la libertad y goce ilimitado de- 
todos sus derechos y privilegios de la ley de la - 
naturaleza, en igualdad con otros hombres tiene -- 
por naturaleza no sólo poder para preservar su li- 
bertad y estado contra las injurias y atentados de 
otros hombres, sino para castigar las violaciones-
a esta ley en otros, según crea que lo merece el - 
delito...Pero como ninguna sociedad política puede 
existir y subsistir si no tiene derecho de preser-
var la propiedad y para ello castigar los delitos-
de todos los miembros de esa sociedad, solamente - 
allí hay sociedad política: donde cada uno de los-
miembros ha abandonado su poder natural coniirién-
dolo a las manos de la comunidad para todos los ca 
sos en que apela a la protección de la ley estable 
cida por ella. 	Así, todo juicio privado de cual-- 
quier miembro particular queda excluído, y la comu 
nidad viene a ser árbitro por reglas Fijas perma--
nentes, imparcial para todas las personas. Y por-- 
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intermedio de hombres que han recibido de la comu-
nidad la autoridad para la ejecución de las leyes-
se deciden las diferencias que pueden sobrevenir -
entre miembros de esa sociedad respecto a cual- --
quier cuestión de derecho. Estos hombres castigan 
los delitos para cualquier miembro haya cometido -
mediante las penas establecidas por la ley y gra--
cias a las cuales es fácil distinguir quiénes es--
tán o no están juntos en la sociedad política. - -
Quienes se han unido en un cuerpo y tienen ley y -
magistratura común a que apelar, con autoridad pa-
ra decidir controversias entre ellos y castigar in 
fractores, están en sociedad civi 1 unos con otros. 
Quienes no tienen esa apelación común están en es-
tado de naturaleza, siendo cada uno juez y ejecu--
tor por sí, lo cual, como antes he mostrado, cons-
tituye el perfecto estado de naturaleza. 

De ahí que sea evidente que la monarquía absoluta, 
que algunos consideran como el único posible go- - 
bierno del mundo, es incompatible con la sociedad-
civil, pues el fin de la sociedad civil es evitar-
y remediar los inconvenientes del estado de natura 
leza o sea el que cada hombre es juez de su causa, 
estableciendo una autoridad reconocida a cada suje 
to de esa sociedad que quiera satisfacer una inju-
ria o en una controversia que surgiere, debiendo -
obedecer cada miembro de la sociedad. Cada vez --
que hay personas que no poseen autoridad para ape-
lar a Fin de que se decidan las diferencias entre-
ellas, esas personas están todavía en estado de na 
turaleza y así lo está todo príncipe absoluto res-
pecto a quienes yacen bajo su dominio. 
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Como todos los hombres, como se ha apuntado, son -
libres por naturaleza, e iguales e independientes, 
nadie puede ser extraído de ese estado y sometido-
al poder político más que bajo su consentimiento.-
La única manera de que alguien se despoja de su na 
tural libertad y se coloca en la sociedad civil es 
por convenio con otros hombres con objeto de jun--
tarse en una comunidad y vivir en seguridad y paz-
unos con otros, disfrutando de sus bienes y con ma 
yores seguridades que quienes no pertenecen a esa-
agrupación. Esto puede hacerlo cualquier número -
de personas porque no lesiona la libertad de los -
otros, que quedan, como están en estado de natura- 
leza. Cuando un cierto número de hombres ha conve 
nido así en forma una comunidad o gobierno, quedan 
incorporados y constituyen un grupo político en el 
cual la mayoría tiene derecho a obrar y a obligar- 
el resto a obrar. 

Cuando cualquier número de hombres, por el consen-
timiento de cada individuo, ha hecho una comunidad, 
con ello convierte a esa agrupación en un solo - -
cuerpo, con facultades para obrar como tal o sea -
por la determinación voluntaria de la mayoría. --
Pues como lo que constituye a una comunidad es el-
consenso de los individuos, como es necesario que-
un solo cuerpo se mueva en una sola dirección, la-
que impulse una fuerza mayor o sea el consenso de-
la mayoría. De otro modo le sería imposible obrar 
como un solo cuerpo, una comunidad, tal como convi 
no en que fuese el consenso de los individuos. Ve 
mos en consecuencia, que en las asambleas, autori-
zadas para hablar por leyes positivas, cuando la -
ley que las autoriza no fija un número determinado, 
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el pronunciación de la mayoría pasa por el del to-
do y decide ya que tiene, según ley de la naturale 
za y la razón, el poder total. 

De este modo cada individuo, al convenir en formar 
un grupo político bajo un gobierno, se coloca a sí 
mismo bajo un compromiso para con los otros miem-
bros de la sociedad de someterse al designio de la 
mayoría y ser obligado por ella. De lo contrario, 
esa agrupación por la cual él y otros se incorporó 
a una sociedad no sería tal, ya que la dejaría li-
bre y sujeto a no mayores lazos que los que tenía-
en estado de naturaleza. ¿ Qué semejanza tendría-
con agrupación alguna ?, ¿Qué nuevo compromiso, si 
el hombre no estaría más atado por algún decreto - 
de dicha sociedad de lo que a él le.pareciere con-
veniente y digno de ser aprobado?. Resultaría una-
libertad tan grande como la que tenía antes de in-
corporarse o como la que tiene cualquiera en esta-
do de naturaleza, o sea el cometer cualquier acto-
si lo considere conveniente. 

Si no se aceptara razonablemente el consenso de la 
mayoría como acto de todos y esto no obligara a to 
dos, sólo el consentimiento de cada individuo lo--
graría hacer que algo se convirtiese en acto de to 
dos, pero semejante consentimiento es casi imposi-
ble de obtener, si consideramos las enfermedades -
y negocios que mantendrán a muchos, aunque no tan-
numerosos, en todo caso, alejados de la asamblea -
pública. Si a esto añadimos la diversidad de las-
opi ni ones y los opuestos intereses que surgen ine-
vitablemente en las sociedades del hombre el'acuer 
do en estos condiciones sería como la entrada de -
Catón al teatro: sólo para salir de nuevo. Una -- 
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Constitución tal daría al poderoso Leviatán menor-
duración que a la más débil de sus criaturas y no-
viviría ni el día en que nació... 

Así, quienes se unen a una comunidad saliendo del-
estado de naturaleza, abandonan, según ha de enten 
derse, todo el poder necesario a los fines para --
los cuales se reúnen, lo abandona a la mayoría de-
la comunidad. Esto se hace conviniendo en unirse-
a una sociedad que existe o necesita existir entre 
los individuos que forman o ingresan a una repúbli 
ca. (4) 

2.- Su Origen Divino 

Por esta razón León XIII (Inmortale Dei), después-
de haber explicado que la sociedad civil es natu--
ralmente necesaria al hombre, porque sólo en ella-
encuentra éste la suficiencia perfecta de la vida, 
dice: Mas como quiera que ninguna sociedad puede - 
subsistir si no hay quien presida a todos y mueva-
a cada uno con un mismo impulso eficaz y encamina-
do al bien común, síguese de ahí ser necesaria a -
toda sociedad de hombres una autoridad que la rija; 
autoridad que, como la misma sociedad, surge y ema 
na de la naturaleza y, por tanto, del mismo Dios,-
que es su autor. De donde también se consigue que 
el poder público por si propio, o esencialmente --
considerado, no proviene sino de dios. 

(4) John Locke "El Gobierno Civil", libro II, Cap. 
VII, De la sociedad política o civil. México -
1960. 
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Porque sólo Dios es el propio verdadero y Supremo-
Señor de las cosas, al cual todas necesariamente -
están sujetas y deben obedecer y servir, hasta tal 
punto que, todos los que tienen derecho de mandar, 
de ningún otro lo recibe si no es de Dios, Prínci-
pe Sumo y Soberano de todos: No hay potestad que -
no proceda de Dios. (5) 

3.- La Autoridad en Concreto. 

4 
El derecho de ímperio, de por sí, no está vincula-
do a ninguna forma política, ni menos, por consi-
guiente a ningún sujeto. 

Pero de otra parte, es imposible que exista sin re 
vestir alguna, forma, sin residir en algún sujeto. 
Luego hay necesidad de un hecho determinante de la 
forma y del sujeto concretos de la autoridad. 

Esta determinación podría hacerse de cuatro mane--
ras: 

a) Por institución divina natural, como se verifi-
ca en la sociedad conyugal y paterna, en las --
que la misma naturaleza señala, por el fin de - 
la sociedad, la Forma, y, por lo preeminencia -
del sexo y el hecho de la generación, el sujeto 
de la autoridad (teoría del derecho divino natu 
ral); 

b) Por institución divina positiva, como en la - 

(5) José M. Llovera "Tratado de Sociología". Ma--
drid 1963. 
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Iglesia, y en algunos casos registrados en el -
Antiguo Testamento, en que, por revelaciones ex 
presa de Dios, quedaban determinados el sujeto-
y la forma de la autoridad (teórica del derecho 
divino positivo); 

c) Por derecho preexistente, de propiedad sobre un 
territorio y de autoridad paterna o patriarcal-
sobre determinados súbditos (teoría del derecho 
histórico natural); 

d) O, finalmente, por elección directa o indirecta, 
por consentimiento expreso o tácito de la multi 
tud, en quien originariamente radicase la facul 
tad de determinar la forma y el sujeto de la au 
toridad (teoría del consentimiento popular). 

a) El primer modo es insostenible, porque entonces 
la autoridad estaría necesariamente vinculada a 
una forma política y a un determinado sujeto, y 
toda otra forma o sujeto sería innaturales y, -
por consiguiente, ilegítimos. 

b) El segundo modo es también insostenible, porque 
no existe tal revelación. 

Resulta de aquí que ningún soberano político tiene 
la investidura divina de su autoridad, o sea, que-
no la ha recibido inmediatamente de Dios. 

Sobre lo cual hay que notar que, aunque en la For-
mación de la potestad marital interviene por parte 
de la mujer la libre lección de marido, y en la --
creación de Pontífice la libre voluntad de los - -
electores, con todo, en uno y otro caso, la clec--
ción humana no hace más que designar la persona o, 
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como dice Billot, inducir en ella un título, pre--
viamente determinado (natural o positivamente por-
Dios, a una autoridad, también determinado (natu—
ral o positivamente) por Dios, a una autoridad, - 
también determinada in individuo, es decir, en - -
cuanto a sus particularidades, por el mismo Dios-, 
poniendo siempre la condición de la autoridad; pe-
ro Dios de la investidura de ésta y, por tanto, el 
Pontífice es supremo Rector de la Iglesia, y el ma 
rido jefe y cabeza de la mujer, no por derecho hu-
mano, sino divino, aunque para serlo haya mediado- 
en ambos casos un hecho humano. Mas en la socie-
dad civil no sucede esto: se necesita la institu—
ción humana para designar el sujeto que ha de te-- 
ner la autoridad y para determinar la forma misma- 
de la autoridad, y, por tanto, aunque en de dere--
cho divino el que haya una autoridad, y aunque la- 
autoridad o facultad de mandar proviene de Dios, -
nadie es particular la tiene por derecho divino, -
ni de Dios inmediatamente sino por institución hu-
mana. 

A esta doctrina llama el eximio Suárez agregium --
theologias axioma, insigne axioma teológico, y la-
enseñan comúnmente los antiguos escolásticos. 

Bonald y otros escritores católicos de principios-
del pasado siglo, para robustecer el poder monár--
quico derivado por las teorías disolventes de Rous 
seau, encarnadas en la revolución, establecieron -
la teoría del derecho divino de los reyes, en el -
sentido de que éstos habían recibido inmediatamen-
te de Dios la investidura de su poder, atribuyendo 
a sus personas una especie de consagración divina. 
Con frase pintoresca dice Ba l mes que Ronald es el- 
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héroe que salva en sus brazos los dioses tutelares 
de la ciudad incendiada y, temeroso de la profana-
ción, los oculta en un velo. La doctrina de So- - 
nald partió de una equivocación fundamentalísima:-
aplicó e la autoridad civil y a la eclesiástica --
una misma norma, atribuyéndolas un mismo proceso -
de formación: equiparó el Estado con la Iglesia. 
Partiendo de la misma equivocación y equiparando 
la Iglesia con el Estado, Gerson y la Sorbona de 
los siglos XIV y XV habían llegado a la conclusión 
contraria. De que el poder civil no venía inmedia 
tamente de Dios, seún la doctrina común de aque-
llos tiempos, dedujeron que tampo 

c) Cuando el tercer modo, recuérdese lo que ya he-
mos dicho al tratar del origen de la sociedad -
(35 y sigs).- Decir que la autoridad civil está 
in redice en la autoridad paterna y patriarcal; 
que es una simple evolución natural de éstas; -
que el padre o jefe de fami lía o de tribu, po-
seedor de un extenso territorio, por el mero he 
cho de propagarse la multitud hasta alcanzar --
las proporciones de nación, queda constituido -
en jefe del Estado sin necesidad de otro requi-
sito expreso o tácito, y que, por lo tanto, el-
derecho preexistente en el jefe de Familia de -
ordenar la multitud es la causa determinanete -
del sujeto de la autoridad en concreto, tiene a 
nuestro parecer los siguientes inconvenientes: 

a) Se confunde el derecho de propiedad y de pa-
tria potestad con el de autoridad civi 1; 

b) Se reduce la sociedad a una Familia más ex--
tensa poniendo como elementos inmediatos a - 
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los individuos; 

c) Se favorecen, por tanto, la concepción'índi-
vidualista y mecánica de la sociedad y el --
centralismo absolutista. 

Tenemos por perjudicial al pueblo, dice Audicio la 
opinión de los que ponen en la Familia o paterni--
dad el origen y derechos de la soberanía, porque -
de ser cierta habría que conceder al soberano mu--
chos derechos a semejanza de los del padre. 

León XIII, en su encíclica Diuturnum, explicando - 
el origen divino de la autoridad, dice: Ni versa -
esta cuestión acerca de las formas políticas de la 
autoridad; porque ninguna razón hay para que la --
Iglesia no apruebe lo mismo el gobierno de uno que 
el de muchos, con tal que sea justo y se encamine- 
a la común utilidad. 	Por lo cual, salvo la justi-
cia, no se les prohibe a los pueblos el procurarse 
aquella forma de Estado que mejor se acomode a su-
propia índole o a las costumbres e instituciones -
de los mayores. 

Ahora bien, las palabras restrictivas salvo la jus 
ticia quieren expresar, ciertamente, que para que-
un pueblo tenga derecho a procurarse distinta For-
ma de Estado de la que tiene, no debe ser aquélla-
injusta en sí misma, como lo sería el socialismo,-
por negar el derecho natural de propiedad, o injus 
tamente procurada, es decir, por medios que envol-
viesen en su aplicación injusticia o violación del 
derecho ajeno. Este derecho ajeno, que es preciso 
respetar, podrá ser: 

a) El derecho de los ciudadanos a la paz y a otros 
bienes; 
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b) El derecho del soberano a la vida, honra y ha--
ci enda; 

c) Intereses de bien común anteriormente creados.-
¿Será también? 

d) El derecho del soberano, ya existente, a la au-
toridad? Independiente de la necesidad del bien 
común y de la anterior aceptación del pueblo, -
diremos que no; porque el derecho de autoridad-
no es un derecho de propiedad. Este se ordena-
en provecho del propietario; aquél en beneficio 
de los súbditos. Claro es que, existiendo y le 
gítimo soberano, no podrá el pueblo, por mero -
antojo, deponerle y cambiar la Forma o el suje-
to de la autoridad; más el fundamento de esa --
inamovilidad no será el derecho directo de él a 
la posesión de la soberanía, sino la anterior -' 
aceptación de la multitud, que una vez prestada 
no se puede sin justa causa revocar, y más que-
todo la razón de bien común, puesto que prácti-
camente un tal cambio rara vez se realizará sin 
colisión sangrienta de partidos, o por lo menos 
sin gran detrimiento de la paz social. 

d) Fúndase, por consiguiente, la determinación con 
creta del sujeto y forma de la autoridad en la-
necesidad del bien común, que a su vez reconoce 
por fundamento la anterior aceptación, por lo -
menos tácita, usual y práctica, (le la multitud. 
La aceptación o consentimiento del pueblo, es -
por tanto, la causa originariamente determinan-
te del sujeto y Forma de la autoridad. 

Las reflexiones precedentes nos muestran hasta qué 
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punto será aceptable la tesis del P. Cathrein, - -
cuando dice: La determinación originaria del suje-
to del poder civil puede verificarse por varias --
causas, que, en virtud de circunstancias determina 
das, confieren a una persona tanta preponderancia-
moral y autoridad, que sólo ella sea apta para go-
bernar a la multitud; entre estas causas, la prin-
cipal es la dignidad patriarcal justamente con el- 
dominio sobre un territorio. 	Incluyendo el conoci 
miento y aceptación tácitos y usuales, estamos con 
formes. De otra suerte, se nos señalará el origen 
histórico y ocasional de la autoridad en concreto; 
no, a nuestro juicio, la verdadera causa eficiente 
inmediata. Aun, si se quiere, concedernos que es-
te Consentimiento tácito o práctico (la elección - 
indirecta, que diría Zigliara) se impone a los in-
dividuos con una especie de necesidad: que no pue-
den éstos hacer otra cosa moralmente hablando. Pe 
ro, en último resultado, lo que causa la determina 
ción de la autoridad es el consentimiento; así co-
mo, por más que el hombre, después del pecado de -
origen, no pueda, moralmente hablando, guardar to-
da la ley natural en conjunto, con todo, siempre -
su voluntad es la causa verdaderamente responsable 
de la infracción de la misma ley. 

Estamos, pues, con los antiguos escolásticos; esta 
mos con Bulor cuando dice: No importa cuáles hayan 
sido los orígenes (históricos) de un poder; ni que 
la ocupación precedente del mismo se haya veriFica 
do por violencia injusta o por evolución regular;-
porque, en todo caso, la tal ocupación no pasa a -
ser institución legítima sino por el consentimien-
to de la comunidad, que es siempre de igual natura 
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leza y tiene siempre la misma eficacia. 	La adhe-
sión usual del pueblo al gobierno basta para darle 
existencia jurídica. - No hay que exceptuar ni aun 
el caso de conquista, por derecho de guerra justa, 
pues no puede tener eficacia para otra cosa sino -
para que un pueblo se haga parte de otro pueblo, - 
perdiendo su autonomía, y, como tal parte, quede -
reducida al régimen preexistente en el pueblo con-
quistador (trahitur tamquan pars ad praexistens re 
gimen totius). Y nótese bien que no se trata aquí 
de un plesbicito, con sufragio expreso, y contador 
la razón por el número: se trata de un consentí- - 
miento práctico y usual, ocasionando, si se quiere, 
con una especie de necesidad, por circunstancias - 
históricas, y que podrá ser de todos o de una par-
te, pero siempre tal que baste para fundar la nece 
si dad del bien común, suprema ley de toda sociedad 
bien ordenada. 

El derecho de establecer una nueva forma de gobier 
no y una nueva ley de investidura del poder, o, en 
otros términos, el poder constituyente, reside - - 
siempre en la comunidad, si bien regulado y limite 
do en su ejercicio por la necesidad del bien común. 
Esta limitación que ponemos al derecho constituyen 
te de la comunidad basta para desvanecer la acusa-
ción que podría hacerse contra la doctrina estable 
cida, de conceder el derecho de insurrección con—
tra los poderes legítimamente constituidos y de --
dar lugar a sediciones y trastornos. Dentro de la 
doctrina expuesta cabe perfectamente el precepto - 
divino de obediencia y sumisión a la autoridod. 

De que el consentimiento de la comunidad se desig- 
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ne como principio próximo de la investidura del po 
der no se sigue legítimamente, dice Billot, que la 
multitud pueda a su arbitrio deponer a un gobierno 
para poner otro en su lugar. Porque aquí no se --
trata de una simple voluntad del pueblo, indepen--
diente de toda regla superior, sino de una volun--
tad revestida de todas las condiciones necesarias-
para una verdadera ley. Y la simple voluntad en -
ningún caso basta para crear la ley (nusquan est - 
factiva legis); porque, si no está conforme con el 
orden de la razón, no tiene ni puede tener efica—
cia. (6) 

4.- El Primer Sujeto de la Autoridad. 

Cuando decimos, nota el citado Billot, que el po--
der en concreto se deriva originariamente del con-
sentimiento de la comunidad podrá entenderse: o --
bien: 

a) Que el pueblo es anteriormente el sujeto en - -
quien por derecho natural reside la autoridad y 
por abdicación, donación o contrato la transfie 
re al soberano; o 

b) Que el pueblo solamente establece la ley en vir 
tud de la cual la soberanía, que por derecho na 
tural estaba todavía indeterminada, queda deter 
minada a una forma particular y pasa a residir-
en un sujeto dado. 

(6) José M. Llovera "Tratado de Sociología". Ma--
drid 1963. 
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El primero de estos conceptos -continúa- ofrece va 
rios inconvenientes. En efecto: 

a) La institución de un Gobierno no se concibe a -
modo de abdicación de la comunidad; la comuni--
dad, al instituir un Gobierno, no solamente no-
abdica nada de lo que antes tenía, sino que ad-
quiere algo de que necesitaba; 

b) Sería inútil al pueblo el derecho de soberanía, 
porque no podría ejercerlo por sí mismo, a no -
ser en comunidades sumamente pequeñas, y aun --
siempre habría necesidad de alguien que presi--
diese las asambleas; 

c) Principalmente, por derecho natural quedaría de 
terminada la forma democrática como primitiva -
forma de gobierno, la cual sería, por tanto, de 
institución divinonatural, si bien variable por 
abdicación del pueblo soberano. 

5.- El Contrato Social y El Consentimiento Popular 

La doctrina que hemos expuesto difiere, por tanto, 
esencialmente de la teoría de la soberanía popular 
y del Contrato social de Rousseau: 

a) En que aquí se pone por origen de la autoridad-
en sí misma (jus imperii secundum se) a Dios, y 
no a la suma de voluntades individuales; 

b) En que como primer sujeto de la autoridad no se 
señala la comunidad; 

c) En que no se hace fuente de todo derecho la vo-
luntad general, expresada por la del mayor núme 



21 

ro, pues sobre ella se reconocen las leyes natu 
ral y divinopositiva, la necesidad del bien co-
mún y los derechos privados presociales de los-
distintos organismos de que la sociedad se com-
pone derechos que podrán fundar, si se quiere,-
una verdadera soberanía social, como dice Mella, 
moderadora del poder del Estáao, pero muy dis--
tinta de la soberanía popular; 

d) En que el pacto implícito, que se contiene en -
esta doctrina, es muy otra cosa que el pacto so 
cial explícito de Rousseau, es un pacto solamen 
te político, determinante de la forma de la au-
toridad y de la ley de investidura; 

e) En que este pacto no es revocable sino por una-
necesidad de bien común. 

- La Legitimidad; la Aceptación del Poder Consti 
tuído. 

Creemos oportuno recordar aquí los siguientes tex-
tos pontificios: De donde se deduce, también, el - 
género y modo de la obediencia debida a los que 
ocupan el poder público. Porque, lejos de querer-
nadie negarles o menguales sus derechos, han de --
respetárselos todos los ciudadanos y con diligen--
cia mayor los sacerdotes: dad al César lo que es -
del César (Mateo, XXII, 21)... Sea, pues, el clero 
diligente a llenar todos y cada uno de los deberes 
del ciudadano, no servilmente sino reverentemente; 
por religión, no por temor: manteniendo, dentro --
del justo acatamiento, su propia dignidad, mostrán 
dose de una pieza ciudadanos y sacerdotes de Dios. 
Y si se diera el caso de que el poder civil inva-- 
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diese los derechos de Dios y de la Iglesia, dan 
sacerdotes insigne ejemplo de cómo el hombre cris-
tiano, en tiempo temibles para la religión debe  -
perseverar en su deber: sobrellevando en silencio-
muchas cosas, sin mengua de su virtud; siendo cau-
to en tolerar lo mal hecho, sin asentir ni pactar-
de Dios o desplacer a los hombres, dando sin amges 
aquella memorable y dignísima respuesta de los - -
Apóstoles (Hechos, V, 29): Preciso es obedecer a - 
Dios antes que a los hombres. 	(León XIII, Oficio-
sanctissimo). Sagrado es para los cristianos el -
nombre del poder público, en el cual, aun cuando - 
sea indigno el que lo ejerce, reconocen cierta ima 
gen y representación de la majestad divina; justa-
es y obligatoria la reverencia las leyes, no por -
la fuerza o amenazas, sino por la persuación de --
que se cumple con un deber, porque el Señor no nos 
ha dado espíritu de temor (II Timoteo, 1, 7): pero 
si las leyes de los Estados están en abierta oposi 
ción con el derecho divino, si se ofende con ellas 
a la Iglesia, o contradicen a los deberes religio-
sos, o violan la autoridad de Jesucristo en el Pon 
tífice Supremo, entonces la resistencia es un de--
ber, la obediencia un crimen, que por otra parte -
envuelve una ofensa a la misma sociedad, puesto --
que pecar contra la Religión es delinquir también-
contra el Estado. (Sapientiac christianas.) En po 
lítica más que en alguna sobrevienen cambios ines-
perados; monarquias colosales se derrumban o se --
desmiembran como los antiguos reinos de Oriente y-
el imperio romano; las dinastías suplantan (1 las -
distintas, como las de los Carlovíngios y (k los - 
Capectos en Francia; en lugar de las Formas políti 
cas adoptadas constituyense otras Formas, (li: lo -- 
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cual hay en nuestro siglo numerosos ejemplos. Le-
jos están, estos cambios, de ser siempre legítimos; 
más aún, difícil es que lo sean. Sin embargo, el-
criterio supremo del bien común y de la pública --
tranquilidad impone la aceptación de esos nuevos -
gobiernos establecidos, de hecho, en lugar de los-
gobiernos anteriores, que, de hecho no existen ya. 
Hállanse así suspendidas las reglas ordinarias de-
la transmisión de los poderes, y aun puede suceder 
que con el tiempo se hallen abolidas. - Sea la que 
fuere de esas transformaciones extraordinarias en-
la vida de los pueblos, de las cuales a Dios perte 
nece calcular las leyes y al hombre calcular las -
consecuencias, el honor y la conciencia reclaman,-
en todo estado de cosas, una subordinación sincera 
a los gobiernos constituidos; es esto preciso en -
nombre de ese derecho soberano, indiscutible, ina-
lienable, que se llama la razón del bien social. -
¿En qué pararían, en efecto, el honor y la concíen 
cia, si el ciudadano le fuese lícito sacrificar al 
sus miras personales y a sus apegos partidistas --
los beneficios de la pública tranquilidad? (león-
XIII, Carta a los Cardenales Franceses). 

Se hubieran evitado estas lamentables divergencias 
si se hubiese sabido cuidadosamente tener en cuen-
ta la distinción considerable que hay entre pode--
res constituidos y legi slaci ón. Hasta tal punto -
difiere la legislación de los poderes políticos y-
de su forma, que bajo una Forma de régimen la más-
excelente, la legislación puede ser detestable; --
mi entras que, al contrario, bajo una forma de régi 
men la más imperfecta, puede hallarse una excelen-
te legislación... Y he aquí precisamente el terre- 
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no sobre el cual, dejando a un lado toda disensión 
política, los buenos deben unirse como un solo hom 
bre para combatir, por todos los medios legales y-
honestos, esos abusos progresivos de la legisla- - 
ción. El respeto debido a los poderes públicos no 
lo impide; no puede imponer ni el respeto ni mucho 
menos la ovediencia sin límites a toda medida le--
gislatíva, decretada por los mismos. No se olvide 
que la ley es una prescripción ordenada según ra—
zón y promulgada para el bien de la comunidad por-
aquellos que a este fin recibieron el depósito del 
poder. En consecuencia, jamás pueden aprobarse --
puntos de legislación que sea hostiles a la reli-- 
gión y a Dios. 	(León XIII, Au mílieu des sollici-
tudes). En términos casi iguales se expresa la De 
claración colectiva del Episcopado español, de di-
ciembre de 1931. 

Ni se crea cosa en la cual deseamos se fijen bien-
que nuestra palabra esté inspirada en sentimientos 
de aversión contra la nueva forma de Gobierno o --
contra otras innovaciones puramente políticas, que 
recientemente han tenido lugar en España, como al-
gunos falsamente afirman. Todos saben que la Igle 
sia católica, no dando diferencia a uno sobre otro 
modo de ordenar la cosa pública, con tal que queden 
a salvo los derechos de Dios y de la conciencia --
cr i st i ana, no encuentra dificultad en avenirse con 
las diversas instituciones civiles, sean monárqui 
cas o republicanas, aristocrática... Frente a una-
ley tan lesiva (la de Confesiones y Congregacio—
nes Religiosas) de los derechos y libertadeN ecle-
siásticos, derechos que debernos defender y conser-
var en toda su integridad, creemos ser deber• preci 
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so de Nuestro Apotólico Ministerio reprobarla y --
condenarla por consiguiente. Nos protestamos solem 
nemente y con todas Nuestras fuerzas contra la mis 
ma ley, declarando que ésta no podrá nunca ser in-
vocada, contra los derechos imprescriptibles de la 
Iglesia. Y queremos aquí de nuevo afirmar Nuestra 
viva esperanza de que Nuestros amadíáimos hijos de 
España, penetrados de la injusticia y del daño de-
tales medidas, se valdrán de todos los medios que-
por naturaleza y por ley queden a su alcance, a --
fin de inducir a los mismos legisladores a refor--
mar disposiciones tan contrarias a los derechos de 
todo ciudadano y tan hostiles a la Iglesia, substi 
tuyéndolas con otras que sean conciliables con la-
conciencia católica (Pío XI Dilectissima Nobis). - 
En el mismo sentido se expresa la Declaración co-- 
lectiva del Episcopado español de 25 de mayo de 
1933.  

Hemos insistido acerca de este punto, entre otras-
raz6nes, porque a nuestro juicio da mucha luz para 
el verdadero concepto de la legitimidad, de la - - 
obligación de aceptar los poderes constituidos, de 
los derechos de los organismos inFeriores frente -
al Estado y de los deberes de ésta para con ellos. 

a) Aplicando los principios expuestos al concepto-
de legitimidad, preguntamos: ¿Qué exige ésta?.-
No hablamos aquí de un gobierno establecido con 
tra los derechos del Papa al poder temporal. -
El Poder temporal del Papa, más que al bien del 
pueblo particular de los Estados pontificios, -
se ordena inmediatamente al bien del Papado mis 
mo, mediante al bien universal de la cristian-- 
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dád. El derecho de independencia del Papa en un -
territorio más o menos extenso guarda en cierta ma 
nera más analogía con el derecho de propiedad que-
con el jusimperii. 

Exceptuando este caso, ¿qué requisitos bastarán pa 
ra la legitimidad de un gobierno? 

a.- Para una legitimidad definitiva bastará la 
adhesión total, moralmente hablando, de la co-
munidad. Adhesión que, una vez prestada, no -
podrán retirarse sin una verdadera necesidad -
de bien común. 

Para una legitimidad que podríamos llamar ori-
ginal se necesitaría, además, que la comunidad 
al dar el consentimiento esté en su derecho, -
es decir, apoyada en el orden de cosas ya le--
galmente preexistente o en una poderosa necesi 
dad de bien común. 

c.- Para una legitimidad nada más, digámoslo así,-
que provisoria bastará la adhesión de una par-
te de la comunidad, creando un estado de cosas 
que sin menoscabo del bien común no pueda des-
truirse. En este caso dice León XIII, el gran 
deber de respeto y sumisión perseverará hasta-
tanto que las exigencias del bien común lo re-
clamen, porque este bien es delante de Dios y-
en la sociedad humana la primera y la última -
ley (Inter gravissimas). 

b) De ahí la diferente posición del súbdito, en es 
tos casos, en orden a aceptar el poder consti--
tuido. 
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Es verdad que en todos ellos, salvo la justicia, 
no se les prohibe a los pueblos el procurarse - 
aquella forma de Estado (gerius reipublicae) que 
mejor se acomode a su índole propia o a las cos 
tumbres e instituciones de sus mayores; pero en 
el caso de lo que hemos llamado legitimidad de-
finitiva y legitimidad original, aplicando el - 
principio llamado de posesión, diríamos que po-
seen 1 forma y sujetos existentes del poder, es 
decir, que en favor suyo está la presunción de-
ser ellos el régimen conveniente, y, por tanto, 
sin una razón poderosísima en contrario no debe 
rá el pueblo nótese que León XIII no habla de -
simples particulares intentar novedades. En el 
caso de lo que hemos llamado legitimidad provi-
soria no hay tal presunción; de consiguiente, -
cabe procurarse lo más conveniente por parte de 
quien corresponda, y tan sólo por necesidad dé-
bien común hay que aceptar el régimen constituí 
do, no definitiva e incondicionalmente, sino --
hasta tanto que esta misma necesidad lo reclame. 

c) De ahí también el derecho de resistencia al ti-
rano: 

a.- Siempre será lícita la resistencia pasiva o de 
sobediencia a la ley injusta. 

b.- Lo será también la resistencia activa defensi-
va, pues con ella no se hace más que defender-
se contra una injusta agresión. 

c.- La resistencia activa ofensiva no violenta en-
lícita puesto que es usar de un derecho conce-
dido por la autoridad. 
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d.- La resistencia activa ofensiva y violenta, has 
ta llegar a la deposición del tirano, será tam 
bién permitida cuando lo reclame el bien de la 
comunidad. 

Como modos derivativos del origen de la autoridad, 
pero envolviendo siempre en una u otra forma el --
consentimiento, o fundándose en la existencia del-
bien común, existen: el derecho hereditario, la --
elección por mayoría, el derecho de justa conquis-
ta, la abdicación en otro. 
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1.- ENUMERACION. 

La autoridad social al concretarse de diferentes -
modos en determinado sujeto, da lugar a las varias 
formas de régimen político. En general, puede ser 
este régimen monárquico o poliárquico, según que -
la suprema autoridad resida en una sola o en va- - 
rias personas colectivamente. El gobierno poliár-
quico puede ser, a su vez aristocrático, cuando el 
poder reside en un grupo de unos pocos individuos-
escogidos de entre los principales (opimates) de -
la sociedad, o democrático, si reside en el pueblo, 
bien lo ejerza éste mediante asambleas generales -
(y esto sólo cabe en sociedades pequeñas), bien me 
diante delegados. 

Por corrupción del gobierno monárquico, aristocrá-
tico y democrático se origina la tiranía o despo--
tismo, la oligarquía y la demagogia respectivamen-
te. 

Tanto en la forma monárquica como la poliárquica -
pueden ser absolutas o templadas. Es absoluto el-
gobierno monárquico cuando el soberano tiene ilimi 
tado poder para dar las leyes que el bien de la --
multitud reclame, con independencia de toda otra - 
ley civil y sin intervención de ninguno de sus sub 
ordinados. Es templado cuando el poder del monar-
ca está limitado en su ejercicio por las leyes Fun 
damentales del reino y por la intervención de - --
otros. El Gobierno poliárquico será absoluto si -
todo el poder reside en la aristocracia o en el --
pueblo; templado, si ambos elementos, limitándose-
recíprocamente toman parte en el régimen de la mul 
ti tud.  
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La monarquía parlamentaria. Entre las formas del 
gobierno monárquico templado cuéntase la monarquía 
constitucional o parlamentaria, llamada también re 
presentativa, aunque sin razón Fúndase este régi-- 
men en la soberanía popular individualista. En su 
concepto esencial comprende: a) la Constitución, -
ley fundamental del Estado, que viene a ser un pac 
to entre e! rey y el pueblo; b) las dos Cámaras: -
la de diputados, elegidos por el pueblo y represen 
tantes del elemento democrático, y la de senadores, 
representantes del elemento aristocrático; c) el -
Rey, que con sus ministros tiene el poder ejecuti-
vo. En el ejercicio de este poder el Rey es irres 
ponsable. Los ministros tienen que responder ante 
las Cámaras, en las cuales reside, además el poder 
legislativo, llamándose por esta razón Cuerpod Co-
legisladores. Las leyes deben someterse a la san-
ción real. Entre las prerrogativas reales es nota 
ble la de poder libremente nombrar a los ministros 
y disolver las Cortes. Por lo demás, el Rey nada-
puede hacer sin el consentimiento de sus ministros, 
y, por tanto, se dice que reina, pero no gobierna. 

En el orden judicial existen a veces los jueces de 
hechos (jurados), como representantes del elemento 
popular, y en el orden ejecutivo, la milicia necio 
nal o cívica, como contrapeso al ejército real. 

El gobierno debe amoldarse en su régimen a le ley-
fundamental y, dentro de ella, e la pública opi- - 
nión: los partidos deben turnar en el ejercicio --
del poder. 
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2.- LAS FORMAS DE GOBIERNO Y EL BIEN SOCIAL. 

Todas las formas de gobierno pueden hacer la Feli-
cidad de un pueblo, si se acomodan a su índole y -
están representadas por personas competentes, des- 
interesadas y deseosas del bien común. La bondad-
de un gobierno, más que de su forma, depende de -- 
las condiciones de los gobernantes. 

Absolutamente hablado, la monarquía absoluta se --
presenta más el despotismo; en cambio, redunda en-
favor de la unidad de acción, y también de la esta 
bilidad de la paz, cuando es hereditaria. 

La democracia favorece las libertades populares; -
en cambio, se presta más a luchas de partido, di--
sensiones populares y trastornos políticos. 

La aristocracia da lugar también a luchas intesti-
nas y a la opresión del pueblo por las clases pode 
rosas. 

La monarquía constitucional o parlamentaria ofrece 
los siguientes inconvenientes: a) el fundamento de 
la soberanía popular individualista en falso y da-
lugar a perpetuos disturbios, como lo prueba la ex 
periencia; b) la pública opinión, o la opinión de-
la mayoría, no es criterio de verdad jurídica, y,-
además esta pública opinión suele medirse por la -
de una prensa venal y tendenciosa o, en general, -
por el antojo de los que más alborotan; c) de he--
cho resulta la completa irresponsabilidad del go--
bierno: el Rey i rresponsable; los ministros, momea 
táneos casi y formando a su gusto las Cámaras que-
han de juzgar su gestión; las Cámaras efímeras co- 
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mo los ministros, y sus miembros sin mandato impe-
rativo de los electores; el pueblo sin el derecho-
del rederendum: resulta que no hay ni quien pida -
ni a quien se pida cuenta del mal gobierno de la -
nación; d) representación nacional, por lo común,-
es una mentira; de hecho no tan representarios -
en las Cortes más que los intereses de partido, --
con mayoría siempre, para el partido turnante, co-
mo si la pública opinión pundiense cambiar, radi--
calmente a veces, en pocas horas; de ahí que este- 
régimen se llama representativo sin razón. Justa-
mente ha dicho Ceferino González: El gobierno par-
lamentaria, según se practica por lo general, y -- 
salvas rarísimas excepciones debidas a condiciones 
especiales, como sucede en Inglaterra, puede decir 
se que es la explotación del pueblo por la ambi- - 
ción y por la intriga. 

El parlamentarismo puede aplicarse a la Forma demo 
crática y ofrece los mismos inconvenientes y peli-
gros. 

3•- OPINION DE SANTO TOMAS. 

Una de las cosas que deben tener en cuenta, dice -
Santo Tomas, en una buena organización del poder,-
es que todos tengan en él alguna participación por 
que así el gobierno es más estimado del pueblo, se 
sujeta éste mejor a sus disposiciones y se conser-
va mejor la paz. Hay que tener en cuenta, además-
que aunque son varias las Formas de gobierno, en--
tre éstas las principales son: el gobierno de uno- 
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que es constituido soberano por su virtud (aten- - 
diendo a sus dotes y capacidad para procurar el --
bien común), y la aristocracia, gobierno de !os o,e 
timates, o de unos pocos que son constituidos prín 
cipes o gobernadores, también por su virtud. Te--
niendo esto en cuenta, se ve que la mejor organiza 
ción de un poder se realizará cuando uno solo es - 
colocado por su virtud a la cabeza de todos los de 
más, y debajo de él hay otros a quienes por su vir 
tud se da también autoridad; tomando todos de esta 
manera parte en el gobierno, porque estos magistra 
dos subalternos pueden ser elegidos de entre todos 
y son elegidos por todos. Tal sería un Estado en-
el que se estableciese una bueno combinación (poli 
tia bene commnixta) de reino, en cuanto que presi-
de uno; de aristocracia, en cuanto que a muchos se 
les constituye magistrados por su virtud, y de de-
mocracia o poder popular, en cuanto que los magis-
trados pueden ser elegidos de entre el pueblo y -- 
los elige el pueblo. Y éste fué el gobierno esta-
blecido por Dios en el pueblo hebreo. Se entiende 
en la época de los Jueces. (1) 

4.- LAS FORMAS POLITICAS DE LA AUTORIDAD. 

Hemos dicho ya que todas las formas de gobierno 
son, de por sí, capaces de hacer la felicidad de -
una nación. 

(1) Véase Burri , La teoría política de Santo Tomás 
en el moderno Derecho Público. Madrid 1960. 
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Hablando en especial de la forma democrática, dice 
León XIII en su encíclica Libertas: Ni es tampoco,  
mirado en sí mismo, contrario a ningún deber, el -
preferir para la república un modo de gobierno mo-
deradamente popular, salva siempre la doctrina ca-
tólica acerca del origen y ejercicio de la autori-
dad pública. Y en la Inmortale Dei: Ni tampoco es 
de suyo digno de censura que el pueblo sea más o -
menos participante en la gestión de las cosas pú—
blicas, tanto menos cuanto que en ciertas ocasio--
nes y dada una legislación determinada puede esta-
intervención no solo ser provechosa, sino aun obli 
gatoria a los ciudadanos. 

Importa, sin embargo, no confundir aquí la democra 
cia política con la democracia cristiana. No con-
viene, dice el mismo PontífiCe en la encíclica Gra 
ves de communi, que se tuerza el sentido de la ex-
presión democracia cristiana, aplicándola al orden 
político: pues, aunque democracia, según su misma-
significación literal y el uso de los fi lósofos, -
quiere decir reégimen político, en la presente ma-
teria debe entenderse de modo que, prescindiendo -
de todo concepto político, únicamente signifique -
la misma acción benéfica cristiana en provecho del 
pueblo. Porque siendo los preceptos de la ley na-
tural y del Evangelio superiores a los hechos huma 
nos, es necesario que no dependan de Forma alguna-
de gobierno... De igual modo, debe removerse de -
la democracia cristiana otro i nconveni ente, que es 
cuidar del bien y provecho de las clases más humil 
des, de tal modo que parezca preteridas las supe--
riores, de las cuales no tiene menos necesidad el-
Estado para su conservación y perfeccionamiento... 
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Guárdese todos, igualmente, de ocultar bajo el nom 
bre de democracia cristiana el propósito de insub-
ordinación u oposición a las autoridades legítimas. 

Por democracia cristiana debe entenderse, según la 
ya clásica definición de Tonolo, aquella organiza-
ción civil por la cual todas las fuerzas sociales-
y económicas, en la plenitud de sus desarrollo je-
rárquico, cooperan proporcionalmente al bien común, 
redundando, en último resultado, la acción de to--
das ellas en beneficio de las clases inferiores. 

Es, por tanto, esencialmente la democracia cristia 
na una democracia jerárquica: no una democracia --
igualitaria, de la cual decía Proudhon que no es -
sino la exvidia que pretende el rebajamiento de --
los grandes para que puedan llegar a su altura los 
pequeños, en vez de levantar a los pequeños a la -
altura de los grandes. (2) 

(2) José M. Llovera "Tratado de Sociología". Ma--
drid 1963. 



CAPITULO 	III 

LA M1SION DE LA AUTORIDAD CIVIL. 

1. Principio General. 

2. Escuelas extremas: el individualismo; el socia-
lismo. 

3. Concepto católico de la misión del poder. 

4. Limites de la acción del poder. 
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1.- PRINCIPIO GENERAL. 

La autoridad es para la sociedad. La razón de su-
existencia es la necesidad que la multitud asocia-
da siente de un principio ordenador y unificante 
que mantenga en ella la paz y el libre ejercicio -
del derecho haga converger el esfuerzo y acción de 
los asociados al bien común. 

De aquí en la autoridad, un doble deber u oficio -
que pudiéramos llamar estático y dinámico; por una 
parte, mantener el equilibrio social, la paz, la - 
tranquilidad pública, mediante la defensa de todo-
derecho y de todo legítimo interés; por parte, ayu 
dar, fomentar y promover, si es necesario, la ten-
dencia eficaz de los asociados al bien común, su--
plicando lo que falte el esfuerzo e iniciativa pri 
vados. En otros términos: deber de protección o -
de tutela jurídica y deber de cooperación o asis-
tencia. 

En relación a este punto John Locke señala: Si, co 
mo se ha dicho antes, el hombre en estado de natu-
raleza es tan libre como se ha dicho, si es señor-
absoluto de su persona y bienes igual como el ma--
yor y súbdito de nadie, ¿por qué ha de separarse -
de su libertad?, ¿Por qué ha de abandonar su impe-
rio y ha de sujetarse al dominio y control de otro 
poder? Hay obvia respuesta para esto: aunque el -
estado de naturaleza tiene semejante derecho, su -
goce es muy incierto y está constantemente expues-
to a la invasión de los otros, pues como todos son 
tan reyes como él y cada hombre es su igual y en -
la mayor parte de las veces no muy respetuosos de- 
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la justicia, el goce de la propiedad propia de su-
estado es muy inseguro y sujeto a peligros. Esto-
le hace deseoso de abandonar tal situación, aunque 
libre, llena de riesgos, de temor. Y no sin razón 
busca y está dispuesto a unirse en sociedad con --
otros ya unidos o dispuestos a unirse para la mu--
tua preservación de la vida, libertad y dominlo, -
lo cual llamo con el nombre general de propiedad. 

Así, el principal fin con que los hombres se unen-
en repúblicas y se colocan bajo gobierno es la pre 
servación de su propiedad, para lo cual, en estado 
de naturaleza, faltan muchas cosas: ante todo, una 
ley establecida, fijada, conocida, que sea acepta-
da y permitida por consenso general como el patrón 
de lo justo y lo injusto para medir las controver-
sias, pues aunque la ley de la naturaleza sea cla-
ra para todas las criaturas racionales, como los -
hombres sufren la parcialidad de sus intereses y -
son ignorantes por nó estudiarla, propenden a no -
considerarla como ley que los obligue a su aplica-
ción en casos particulares. 

En segundo lugar, en estado de naturaleza falta un 
juez reconocido e imparcial con autoridad para de-
terminar las diferencias con acuerdo a la ley esta 
blecida, pues como cada individuo es en tal estado 
el juez y ejecutante de su ley, los hombres son --
parciales a su favor; la pasión y la venganza los-
conduce en sus litigios y los llevan muy lejos, --
así como la negligencia y la despreocupación los -
hacen negligentes en los litigios ajenos. 

En tercer lugar, en el estado de naturaleza hace - 
falta a menudo el poder para respaldar y apoyar la 
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sentencia cuando fuere justa y darle debida ejecu-
ción. Quienes ofenden por alguna injusticia, ra--
ras veces dejarán de imponer por la fuerza su in--
justicia. Semejante resistencia hace que muchas -
veces el castigo sea peligroso y frecuentemente --
destructor para quienes lo intentan. 

Así, el género humano, a pesar de todos los privi-
legios del estado de naturaleza, lleva mala situa-
ción mientras permanece en él, y prontamente es --
llevado a la sociedad. De allí que encontremos -
muy raras veces gente que en tal estado viva junta. 
Los inconvenientes a que estan expuestos por el in 
cierto e irregular ejercicio de poder que cada hom 
bre tiene para castigar las injusticias ajenas les 
hace refugiarse en las leyes establecidas de un go 
bierno y buscar así la preservación de la propie--
dad. De allí que se encuentren tan dispuestos a -
abandonar su poder particular de castigo para que-
lo ejerzan sólo los designados y autorizados que -
más convienen a una sociedad y de esto tenemos el-
primitivo derecho, tanto del poder legislativo co-
mo del ejecutivo, así corno del mismo gobierno y la 
misma sociedad. 

En el estado de naturaleza el hombre tiene dos po-
deres aparte de la libertad de deleitarse inocente 
mente. 

El primero es hacer cuanto le plazca para preser-
varse a sí mismo y a los demás dentro de lo permi-
tido por la ley natural misma que siendo común a -
todos, los hace una comunidad distinta a las de --
otras especies. Y si no fuera por el vicio y la -
corrupción de hombres degenerados, no sería necesa 
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ria otra ley. Sería innecesario que los hombres -
se separaran de esa natural comunidad gracias a un 
convenio en donde forman diversas asociaciones me-
nores. 

El otro poder que el hombre en estado de naturale-
za tiene es el castigar los crímines cometidos con 
tra esa ley. Y abandona estos dos poderes al en--
trar-en sociedad privada, si así puedo llamarla, o 
bien particular, política, incorporándose a una re 
pública separada del resto de la humanidad. 

El primer poder, o sea el de "hacer cuanto le pa--
rezca adecuado para preservarse de sí" y al resto-
del genero humano, lo deja para que sea regulado -
mediante las leyes dictadas por la sociedad en lo-
que se refiere para la preservación de sí mismo y-
de la comunidad, leyes que muchas veces restringen 
la libertad que tenía gracias a la ley de la natu-
raleza. 

En segundo término, abandona por completo el poder 
de castigar compromete su fuerza natural (que an--
tes hubiera empleado para ejercer' la ley de la na-
tural por su sola autoridad) para ayudar al poder-
ejecutivo, tal como lo requiera la ley de la socie 
dad, pues estando en un nuevo estado en el que ha-
de gozar de muchas ventajas, como el trabajo, la -
ayuda y compañía de los demás, así como la protec- 
ción con toda la fuerza de la sociedad, también de 
su libertad natural ha de ceder tanto como lo re-- 
quiera el bienestar, prosperidad y seguridad socia 
les, lo cual no solamente es necesario, sino tam--
bién justo, pues lo mismo hacen los otros miembros 
de la sociedad. 
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Pero aunque los hombres, cuando entran en sociedad, 
entregan la igualdad, la libertad y el poder ejecu 
tivo que tenían en el estado de naturaleza a la so 
ciedad para que el poder legislativo de la socio-- 
dad nunca pueda extenderse más allá del bien común, 
sino que está obligado a asegurar la propiedad de- 
cada uno proveyendo contra las tres cosas que en - 
estado de naturaleza faltaban, como antes se ha --
apuntado, que hacían intranquilo este estado. Así, 
quien ti'ene el poder legislativo o supremo de una-
república, está obligado a gobernar por leyes esta 
blecidas y no por decretos extemporáneos, con jue-
ces imparciales y rectos que han de decidir las --
controversias apoyándose en las leyes y han de em-
plear la fuerza de la comunidad sólo para ejecutar 
esas leyes, en el interior, y usar esa fuerza en - 
lo exterior para impedir o enderezar injurias ex--
tranjeras e invasiones. Y todo esto debe estar di 
rigido al bien, la paz y seguridad del pueblo. (1) 

2.- Escuelas extremas: el individualismo; el socia 
lismo. 

Pecan, por consiguiente, al tratar de señalar el - 
oficio o misión de la autoridad: 

a) Por defecto, la escuela Kantiana y el liberalis 
mo individualista; 

(1) John Locke "El gobierno civil", libro I I cap. 
IX de los fines del gobierno y de la sociedad-
politica. México 1960. 
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b) Por exceso, el estatismo o absolutismo del Esta 
do y el socialismo. 

a) Los individualistas reducen la misión de la au-
toridad, en el ordenamiento de la multitud, a -
funciones meramente negativas. 

Partiendo del principio Kantiano de la coexisten-- 
cia de libertades y derechos, según el cual el fin 
de la sociedad civil consiste en restringir y coar 
tar la libertad y el derecho individual, hasta tal 
punto que en su ejercicio no lesione ni impida el- 
ejercicio de la libertad y derechos ajenos, sostie 
nen que la autoridad debe limitarse a fijar y de:: 
terminar el derecho (teniendo como única norma la- 
coexistencia armónica) mediante la ley, a asegurar 
el cumplimiento de ésta y a reprimir su transgre— 
sión, absteniénse de toda intervención en la direc 
ción de la vida social, en cualquiera de sus mani- 
festaciones. Para la satisfacción de todas las ne 
cesidades y el fomento de todo progreso no hay me- 
jor factor, según ellos, que el egoísmo particular, 
estimulado por el acicate de la libre competencia. 
La misión del Estado, dicen, tiene carácter esen-
cialmente coercitivo, y no se puede forzar a los -
hombres a hacer el bien; solamente se les puede --
constreñir a dejar de hacer mal. De aquí que, fue 
ra de lo que toca a la defensa y tutela del dere--
cho y a la represión del crimen, la fórmula del in 
dividualismo se reduce al consejo de Gournay a los 
ministros de Luis XV de Francia: Lai sez Fui re , lai 
ssez passer, le monde va de lui-meme. Nada de in-
tervenciones coactivas del poder político para sus 
citar alguna institución de realizar fines eolecti 
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vos o para atender a la satisfacción de alguna ne-
cesidad común. 

En especial, dentro del terreno económico, nada, - 
dicen, de organizar la producción y distribución - 
de la riqueza, limitando las horas de jornal, fi— 
jando un mínimum de salario, reglamentando el tra- 
bajo de mujeres y niños, estableciendo seguros - - 
obligatori.os, regulando el derecho de propiedad --
privada, etc., todo lo cual no pasaría de ser una-
usurpación, por parte del Estado, de atribuciones-
que no le pertenecen, y un verdadero abuso e injus 
ticia del poder. A lo sumo, el Estado puede dar -
ejemplo de reglamentación del trabajo en las indus 
trías que de él dependan. Por lo demás, afirman -
con Monseñor Freppel: Libertad individual, liber--
tad de asociación con todas sus consecuencias legí 
timas, intervención del Estado limita a la protec-
ción de los derechos y a la represión de los abu--
sos: he aquí nuestra fórmula en la cuestión del -
trabajo. 

Resumiendo, podríamos decir que las funciones del-
Estado según el individualismo, se reduce: 

a) A mantener la seguridad de todos los miembros-
de la sociedad contra los enemigos, ya internos, -
ya externos, y 

b) A limitar el desarrollo excesivo de alguna Fun 
ción social, de manera que no llegue a absorber la 
acción de los órganos recientes. 

Una derivación extrema del individualismo es el --
anarquismo (teórico), que ha llegado a negar la le 
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gitimidad de la existencia del Estado, en el cual-
no ve otra cosa que una institución histórica, to-
lerable tan sólo como mal necesario y llamada a --
desaparecer el día que, gracias al progreso y cul-
tura de los pueblos, no existan ya las perturbacio 
nes jurídicas que la hacen necesarias y para cuya: 
represión existen exclusivamente, pasando a ser en 
tonces la sociedad una gran confederación de corpo 
raciones o comunidades autónomas. 

b) El absolutismo centralista, partiendo de la doc 
trina de que el Estado tiene por fin a sí mismo, 
legítima la tendencia de la autoridad a invadir 
la esfera de acción de los organismos y miem- - 
bros inferiores, a acaparar las funciones todas 
de la vida social. 	El individuo, la familia, -
el muñicipio, la región, las clases sociales de 
penden en absoluto de la autoridad, mejor dicho, 
desaparecen y se anonadan ante el gran ídolo --
del Estado. Ningún derecho, ninguna acción le-
compete, a no ser derivación o concesión del po 
der central, el cual, por derecho propio e ili-
mitado, puede intervenir, no sólo con función - 
supletoria, indirecta y secundaria, sino absolu 
te, directa y primariamente, en todas las mani-
festaciones de la vida social, organizando a su 
placer la sociedad, ahogando las aspiraciones - 
particulares como opuestas al interés común y - 
nacidas del interés privado, reglamentándolo to 
do hasta los últimos pormenores, moviéndolo to-
do dirigiéndolo todo y convirtiendo en i nstru--
mentos suyos los distintos miembros de la socio 
dad. 
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La moral, el derecho, la religión, la enseñanza, -
la agricultura, la industria, el comercio, todo de 
be, no sólo someterse a la inspección universal de 
un gobierno que se supone omnisciente y omnipoten-
te, sino obedecer a su noción impulsora y directi-
va, sin quedar otro campo a la iniciativa indivi--
dual y privada que la de moverse dentro de los mol 
des de antemano señalados por la acción gubernati-
va del poder. 

Aplicada esta doctrina más especialmente y en toda 
su rigidez al orden económico, da lugar al socia--
lismo, sistema económico que trata de entregar al-
Estado la propiedad de todos los medios de trabajo 
y de organizar, mediante el Estado democrático, la 
producción y distribución de todos los bienes que-
hasta ahora han sido objeto del comercio y de la - 
industria. (2) 

3.- Concepto católico de la misión del poder. 

Entre estas dos escuelas o tendencias extremas es-
tá la verdadera doctrina acerca de la finalidad y- 
misión de la autoridad. 	El oficio y misión gene-- 
ral de la autoridad, como fuerza ordenadora y di--
rectiva (vis regitiva) forzoso es convenir en ello, 
consiste en dirigir la sociedad al fin que le es - 
propio. 	Ahora bien, el fin de la sociedad civil - 
no es: la mera coexistencia armónica de los dere--
chos individuales, obtenida por la restricción de- 

(2) Dardano "Elementos de Sociología", cap. I art. 
VI. México 1960. 
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la libertad (porque con esto solo no se suple la - 
insuficiencia privada); ni tampoco el Estado mismo, 
el bien público, tomado como algo contrapuesto al-
bien individual; sino que es el bien común, o sea, 
un bien del cual todos y cada uno tiene derecho a-
participar en la medida proporcional, como dice 
León XIII. 

La idea de público, nota justamente DARDANO, signi 
fica algo muy diverso de lo que significa la idea-
de común. La idea de común nos conduce a los indi 
viduos particulares; la de público, a la colectivi 
dad. Existirá el bienestar común, cuando todos --
los individuos estén convenientemente; el público, 
cuando esté bien cuerpo normal al cual todos perte 
necen. En un cuerpo militar regido por férrea dis 
ciplina, aunque oprimido, podrá existir el bien pú 
blico: no existirá el bien común si a menudo son - 
castigados los inocentes. 

a) No basta el uso expedito de la libertad indivi-
dual, la incolumidad de derechos, la defensa --
contra toda injusticia. Es esto necesario para 
el bienestar temporal, y aun para la existencia 
misma y conservación de la sociedad (y por esto 
decimos que el deber de tutela y defensa de los 
derechos, como directa e inmediatamente ordena-
do a la conservación del orden social, es el de 
ber primario de la autoridad); pero no es suFi-
ciente. La prosperidad temporal no podrá con -
esto solo desarrollarse, a no ser en casos ex--
cepcionales. Aunque para muchas empresas, cuya 
realización es elemento necesario de esta pros-
peridad bastaría la iniciativa privada-indivi-- 
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dual o colectiva-, protegida por el poder; para 
muchas otras sería, por lo general, insuficien-
te. Sin lesión de ningún derecho privado, sin-
opresión de la libertad, podrán presentarse obs 
táculos debidos a causas naturales, que tan só-
lo una acción general será bastante a superar,-
y esta acción no llegaría a verificarse sin el-
impulso de la autoridad pública. 

Una epidemia cuya propagación es menester impedir-
por el aislamiento de los focos; una inundación --
que hay que contener; la construcción y estableci-
miento de grandes vías y medios de comunicación, -
como carreteras, vías férreas, canales, correos y-
telégrados; la creación de grandes centros cientí-
ficos y establecimientos de beneficiencia, etc., -
etc., sobrepujan, en la mayor parte de los casos,-
a los esfuerzos individuales o colectivos de los -
miembros y grupos de la sociedad. 

de aqui: 

b) Una misión secundaria supletoria, que compete a 
la autoridad en virtud de su oficio general de-
dirigir y encaminar la sociedad hacia su fin; -
la de realizar el conjunto de condiciones y me-
dios positivos convenientes para el desarrollo-
de la pública prosperidad. A esto hemos llama-
do antes deber de cooperación y asi stenci a. 

Doble es la función de la autoridad civil que resi 
de en el Estado: proteger y promover; y no absor—
ber a la Familia y al individuo o suplantarlos. 

En orden a este concepto general de la misión del- 
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Estado se aproxima bastante a la escuela católica, 
bien que partiendo a veces de otros supuestos y --
con muy obras tendencias, la escuela armónica, así 
denominada porque trata de conciliar el interés co 
lectivo con el individual en el régimen de la so--
ciedad. 

Ciertamente, observa el P. ANTOINE, la sociedad po 
Iitica, y digamos lo mismo de la autoridad no debe 
ser ni agricultura, ni comerciante, ni maestra, ni 
metalurgista, ni quiera debe ser la productora y - 
distribuidora de la riqueza, la nutriz y proveedo-
ra de cada miembro en particular, como quisieran - 
los socialistas; pero debe procurar y proveer, en-
general, al agricultor, al maestro, al comerciante 
y a la industria minera, de todos aquellos medios-
de carácter general que son indispensables para el 
próspero desenvolvimiento de su acción. La socie-
dad y la autoridad, aun cuando no deben tener a su 
cargo, por ejemplo, el transportar gratuitamente a 
todo ciudadano que por gusto quiera viajar o tenga 
precisión de ello, debe procurar que todos estén - 
provistos de medios sociales de comunicación. En-
una palabra, aun cuando no debe ofrecer a los miem 
bros inmediatamente el uso de los bienes particula 
res que necesitan, debe proporcionarles la facul--
tad, la facilidad y la comodidad de ese mismo uso. 

c) Resumiendo en términos precisos la doctrina de-
la misión de la sociedad y de la autoridad, po-
dríamos Formular, siguiendo al P. VAN DER AZ, -
las siguientes proporciones: 

la El Fin de la sociedad civil no es sólo lo mu--
tua restricción de la libertad, ordenada a lo co-- 
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existencia armónica de derechos. 

2a No es tampoco el bien de la entidad social con 
siderada en sí misma y prescindiendo del bien de -
los individuos. 

3a Es la procuración común de medios externos ho-
nestos por los cuales los derechos de las ciudada-
nos se ejerzan conveniente y perfectamente. 

Más detalladamente, es la creación y mantenimiento 
del bien público, en el sentido -según Pesch- de -
un estado social a servicio de todos los ciudada--
nos, familias, estados, clases de la sociedad ci--
vi I, por el cual y en cual se ofrezca comúnmente a 
todos sus miembros de bienes exteriores (de cuerpo 
y de alma) para su uso particular regularmente - -
(salvo la excepción de los que por sí mismos no --
pueden valerse) sinmediats aplicación a los parti-
culares, que será del esfuerzo particular dejado -
fácil y expedito. 

Porque para procurarse la provisión de medios ho--
nestos de bienestar a todos asequibles se asocian-
los hombres, buscando cómo suplir la insuficienCia 
individual. Y aquí tiene su raíz y fundamento la-
justicia social, que obliga a todos a cooperar al-
mantenimiento y mejora de esa provisión, para to--
dos, de medios de bienestar (bien común), y prohi-
be que una clase excluya a otra de la participa- - 
ción en los provechos (quedragésimo anno). La ex-
presión justicia social aparece quizá por pr•imera-
vez dentro de la literatura católica en una pro- -
puesta al Concilio Vaticano, atribuída al cardenal 
Mermillod, en la cual se lee: Por esto nos parece- 



51 

necesario que ese sagrado Concilio-oponga a estos-
execrables errores la verdad católica y aclare los 
principios de la justicia social, como vienen ense 
Fiados por la moral cristiana; que exponga los debe 
res de los ricos para con los pobres, sean obreros 
o criados, como también los deberes que a estos in 
cumben para con los amos. No pueden negarse que - 
el ansia de enriquecerse, el abuso que se hace de-
las riquezas, el descuido en que se dejan los obre 
ros y la dureza inhumana hacia ellos, con que en -
modo latente se violan el quinto y el sexto mante-
nimiento fomentan los errores y los esfuerzos del-
socialismo. Encuéntrase, después, frecuentemente-
usada por diversos autores, economista y moralista, 
serlaladísimamente por Pesch Tratado de Economía Na 
cional; fundamentos, versión de Llovera, T. 1, pág. 
18; t. 2, pág. 198, 218 y 219 y en el t. 2 de la - 
edición alemana - economía general.-, pág. 224), -
que hace de la justicia social el postulado céntri 
co del solidarismo, el primero y supremo principio 
de organización de la economía, preludiando con --
ello la Quadragésimo anno. Mállase, también, usa-
da en varios documentos episcopales. Cuatro veces 
aparece en cartas del cardenal Gasparri, Secreta-- 
rio de Estado, a Castelnau (1 abril 1922), a Duthon 
7 julio 1928, 20 julio 1929) y a Walterbach (9 no- 
viembre 1929). En documentos papeles anteriores a 
la Ouedragesima anno donde se repite, ocho veces, - 
no sabemos que aparezca más que en la encíclica Ju 
cunda sane de Pío X (12 marzo 1904). No pocos au- 
tores tomaban la justicia social como sinónima de- 
la legal o general, expuesta por Santo Tomás (Sum. 
Thool. 2.2, q. 58 aa. 5 y 6). 	En este sentido la- 
toma el cardenal Gasparri en la segunda de las ci- 
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tadas, acompañando la expresión justicia social de 
este paréntesis explicativo: esa virtud que ordena 
al bien común los actos exteriores de todas las de 
más (según lee Cavagna: los actos de la colectivi- 
dad). 	Con la justicia legal la identifica todavía 
Rutten. Es de notar que, como actos imperados, -- 
pueden pertenecer a la justicia legal aun los de - 
la distributiva y comutativa. Y sabido es que, se 
en Santo Tomás, la justicia legal está en el supe- 
rior principaliter et architectonice, y en los súb 
ditos, secundario et quasi administrativo. Des- - 
pués de la Quedragesimo anno creyeron algunos que- 
el concepto resultante el contexto de la encíclica 
no coincidía con el de justicia legal, y trataron-
de precisarlo. Así Schmitt (Neur Reich, 16 abri 1-
1932) la define: La parte de la justicia general o 
legal que regula las relaciones de los miembros in 
termedios económicos o sociales (grupos o clases), 
entre si o con la totalidad del Estado, queriendo-
que dentro del marco del bien común se dé a cada -
uno lo suyo. A esta interpretación se adhiere --
Retzbach. Antes había expuesto Messner un concep-
to análogo: La justicia que regula en orden al - -
bien común las relaciones de los grupos sociales -
entre si (estados y clases) y de los individuos co 
mo miembros de ellos, en cuanto hace que cada uno-
de estos grupos dé a los demás la parte del bien -
social a que tienen derecho en proporción a los --
serv i ci os con que contribuye a ese bien. Pesch, -
en el último de los lugares citados (1909), adver-
tía ya que la expresión justicia social puede to-
marse: a.- en sentido amplio, por la justicia que-
ha de observarse dentro de la sociedad (incluye, -
en este caso, aun la comutativa); b.- en sentido - 
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estricto, por I a justi ci a para con I a soci edad; y-
entonces, o bien metafóricamente viniendo a signi-
ficar lo mismo que buen ordenamiento social (equi-
l ibrio social), paz social, Vermeersch), o bien --
propiamente, en cuanto ti ene por objeto la realiza 
ci Cin de todos los deberes que miran al bien social. 
En este sentido di vide Pesch la justicia social --
contri buti va y justicia social distributiva, según 
mira a la creación del bien social o a su partici-
pación y disfrute; y entiende que abarca a le vez-
I a legal y la di stri buti va, contraponiéndose a l a-
conmutati va, como justicia individual . Pod rí ase, - 
según esto, dividir la justicia en individual y so 
ci al ; y esta última, en contri buti va y di stri buti -
va. A nuestro parecer, y teniendo en cuenta todo-
lo dicho, el concepto de justicia social, tal como 
se deriva de su propia naturaleza y de la Quadrage 
si mo enno, incluye dos elementos: 1) positivamente 
la obligación de cooperar debidamente cada uno se-
gún sus fuerzas al suficiente provei mi ento de me--
di os de bienestar para I a comunidad (procuración -
del bien común); 2) negativamente, la obligación -
de evitar todo acto por el cual indebidamente se -
impida a otro la correspondiente participación en-
el bien común, que por naturaleza ha de ser asequi 
bl e a todos: ya que éste es el fi nesenci a I y prima 
ri o de I a asociación humana. Parécemos que, así -
como violaría la i ntenci ón, di gnos física, de la -
naturaleza quien excluye indebidamente a otro de - 
los bienes que gratuitamente ofrece la naturaleza, 
ya que a satisfacer las necesidades de todos están 
primaria y Fundamentalmente desti nados así tambi én 
violaría la i ntención, digamos social , de la natu- 
raleza el que excluye indebidamente a otro de par- 
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ticipar en la provisión de bienestar fruto de la -
colaboración social; ya que por esto la naturaleza 
empuja al hombre a la sociedad para que con ello -
todos sean suficientemente provistos de medios de-
bienestar, cual a la dignidad del hombre correspon 
de. 	En su virtud definiríamos la justicia social: 
La virtud que regula en orden al bien común los ac 
tos de todo miembro o grupo social, en cuanto ta--
les, y en funciones lo mismo de gobernante que de-
súbdito de forma que todos cooperen debidamente, -
según sus fuerzas, a su creación y conservación y-
lo mantengan, en cuanto quepa, asequible a todos -
sin excluir indebidamente a nadie de la participa-
ción en él que, por finalidad primaria y fundamen-
tal del consorcio humano y según la medida en que-
a él contribuye, la corresponde. 

La misión de la autoridad civil es cuidar de que -
la acción de todos los asociados tienda libre y --
eficazmente a realizar el fin de la sociedad. Pa-
ra que la acción de los asociados sea libre se re-
quiere por parte de la autoridad la protección y -
tutela de derechos; para que sea eficaz se requie-
re la asistencia y cooperación, supletorias de la-
insuficiencia privada. 

No sólo para aquellas empresas que, en virtud de•-
su propia índole, excede a la iniciativa privada,-
se requiere la acción supletoria de la pública au-
toridad; sino también siempre que se sienta la ne-
cesidad de algún órgano social particular, para cu 
ya creación bastaría la iniciativa privada, debe - 
llenar este vacío la autoridad pública, no ejer- - 
ciendo por sí misma las Funciones propias de él, - 
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ni tampoco creándolo por sí misma, sino estimulan-
do a los ciudadanos para que le instituya y esta--
blezcan. También, cuando en su caso dado hay defi 
ciencia en las funciones de órganos ya existentes, 
debe suplir esta deficiencia la acción de la públi 
ca autoridad. 

Estas proporciones marcan los límites generales de 
la intervención del Estado en el desarrollo de la-
vida social de los distintos miembros y grupos de-
que la sociedad se compone. (3) 

4.- Límites de la acción del poder. 

Pesado a detallar más en particular las atribucio-
nes de la autoridad en orden a la restricción de -
la libertad y reglamentación de la actividad huma-
na en las principales manifestaciones de la vida - 
social, hay que notar, desde luego, que la potes--
tad civil viene limitada: 

a) Por la ley natural y divinopositiva, normas im-
prescindibles de todo acto humano. 

b) Por la constitución o ley fundamental interna -
de la sociedad, distinta y acaso opuesta a la -
constitución escrita, en la cual caso ésta de -
derecho es nula, por injusta y a entatoria a la 
pública paz y bienestar. 

Fúndase esta limitación en el principio inconcuso- 

(3) José M. Llovera "Tratado de sociología". Ma--
drid 1963. 
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de que la autoridad es para la sociedad, y no al - 
contrario 	No puede, por consiguiente la autori--
dad civi 1 suprimir órganos cuya existencia radica-
en las mismas entrañas de la sociedad y en su pecu 
liar carácter y modo de ser; ni privarles de su au 
tonomía; ni crear a su arbitrio nuevos organismos-
perturbadores de la paz social; ni desatender los-
legítimos derechos tradicionales de un pueblo; ni-
variar de forma de régimen político, ni la exten—
sión y modo de la investitudura y ejercicio de la-
suprema protestad. 

c) Por los derechos naturales del individuo, como-
el derecho de propiedad, el derecho a la vida y 
al trabajo, medio necesario para la sustenta- - 
ción de la vida, el derecho a conservar la dig-
nidad de ser racional, el derecho moral y reli-
gioso, el derecho de asociación legítimamente -
ejercido, el derecho docente en quien tiene com 
petencia, etc. 

La sociedad civil ha sido instituída para defender, 
no para aniqui lar el derecho natural, dice León --
XIII en la Rerum Novarum hablado del derecho de --
asociación. El derecho de formar sociedades priva 
das es natural al hombre. En general, no tiene el 
Estado o autoridad pública poder para prohibir que 
existan...; si lo prohibiera se contradiría a sí -
propia la sociedad, porque lo mismo ella que las - 
sociedades privadas nacen de este único principio, 
a saber, que son los hombres sociables por natura-
leza. 

Ni hay para que se entrometa el cuidado y providen 
ci a del Estado añade con respecto al derecho de -- 
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propiedad, porque anterior al Estado es el hombre, 
y por esto, antes de que se formase Estado ninguno 
debió recibir el hombre de la naturaleza el dere--
cho de cuidar de su vida y de su cuerpo. (Rerum No 
varum). 

Siempre ha de quedar intacto e inviolable el dere-
cho natural de poseer privadamente y transmitir --
los bienes por herencia: es derecho que la autori-
dad pública no puede abolir, porque el hombre es - 
anterior al Estado y también la sociedad doméstica 
tiene sobre la sociedad civil prioridad lógica y -
real (Rer. nov.) He ahí también por qué el sapien 
tísimo Pontífice León XIII declaraba que el Estado 
no tiene derecho a agotar la propiedad privada con 
un exceso de cargas en impuestos: El derecho de - 
propiedad individual emana no de las leyes humanas, 
sino de la misma naturaleza; la autoridad pública-
no puede, por tanto, abolirla; sólo puede atempe--
rar su uso y conciliarlo con el bien común. (Qua--
dragesimo anno). 

Hay que considerar advierte en la lnmortale Dei co 
mo uno de los principales deberes de la autoridad.. 
el no instituir o decretar nada que sea contrario- 
a la incolumidad de la religión. 	Es éste MI deber 
del príncipe para con sus súbditos. Por• 
los hombres hemos recibido el ser para ,, 
el bien supremo y último, al cual se hall 
nar todos nuestros designios... Y como este bien-
constituye nuestra felicidad plena y perfecta, es-
cosa de tanta importancia el conseguirle, que otra 
mayor no puede darse. Es preci so, por tanto, que-
la sociedad civil ordenada al bien común, de tal - 
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modo promueva la prosperidad pública, que no sólo-
no ponga el más mínimo obstáculo a los ciudadanos-
en su camino a aquel bien supremo e inconmutable,-
sino que, al contrario, les proporcione todas las-
facilidades posibles. Razones análogas militan en 
favor de los demás derechos mencionados. 

d) Por los derechos domésticos. 

Dentro de los límites que su fin próximo le pres--
cribe, tiene la familia, en el aplicar los medios-
para su bienestar y justa libertad son necesarios, 
derechos iguales, por los menos, hemos dicho, por-
que como la familia o sociedad civil, siguese que-
los hechos y deberes de aquélla son anteriores y -
más inmediatamente naturales que los de ésta. Y -
si los ciudadanos, si las familias, al formar par-
te de una comunidad y sociedad humanas, hallasen,-
en vez de auxi lio, estorbo, y en vez de defensa, - 
disminución de su derecho, sería más bien de abo-
rrecer que de desear la sociedad. Querer, pues, -
que se entrometa el poder civil hasta lo íntimo --
del hogar es un grande y pernicioso error. Cierto 
que si alguna familia se hallase en extrema necesi 
dad y no pudiese ni salir de ella por si en manera 
alguna, justo sería que la autoridad pública reme-
diase esta necesidad extrema, por ser cada una de- 
las Familias una parte de la sociedad. 	Y del mis- 
mo modo, si dentro del hogar doméstico surgiese al 
guna perturbación grave de los deberes mutuos, in-
terpóngase la autoridad pública para dar a cada --
uno lo suyo; pues no es esto usurpar los derechos-
de los ciudadanos, sino protegerlos y asegurarlos-
con una justa y debida tutela. Pero es menester -
que aquí se detengan los que tienen el cargo de la 
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cosa pública pasar estos límites no lo permite la-
naturaleza. Porque es tal la patria potestad, que 
no puede ser extinguida ni absorbida por el Estado, 
puesto que su principio es igual e idéntico al de-
la vida misma de los hombres. (Rerum novarum). 

e) Por los derechos de autonomía municipales o re-
gionales y los de las profesiones o corporacio-
nes, anteriores por naturaleza al Estado mismo. 

Al hablar de la reforma de las instituciones pensa 
mos principalmente en el Estado: no que deba espe-
rarse de su influjo toda la salvación, sino que --
por el vicio que hemos llamado individualismo han-
llegado las cosas a tal punto que, abatida y casi-
extinguida aquella exhuberante vida social, que en 
otros tiempos se desarrolló en las corporaciones -
o gremios de todas clases, han quedado casi solos-
frente a frente los particulares y el Estado, con-
no pequeño detrimento para el mismo Estado; pues,-
deformado el régimen social, y recayendo sobre el-
Estado todas las cargas que antes sostenían las an 
tiguas corporaciones, se ve él abrumado y oprimido 
por una infinidad de negocios y obligaciones... 
Queda, sin embargo, en filosofía social fijo y per 
manente aquel principio, que ni puede ser suprimi-
do ni alterado: Como es ilícito quitar a los partí 
culares lo que con su propia iniciativa y propia - 
industria pueden realizar para encomendarlo a una-
comunidad, así también es injusto, y al mismo tiem 
po de grave perjuicio y perturbación de recto or--
den social, avocar a una sociedad mayor y más ele-
vada lo que pueden hacer y procurar comunidades me 
nores e inferiores... Conviene que la autoridad - 
pública suprema deje a las asociaciones inferiores 
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tratar por si mismas los ciudadanos y negocios de- 
menor importancia, que de otro modo le sería de -- 
grandísimo impedimento para cumplir con mayor li-- 
bertad, firmeza y eficacia lo que a ella sola co--
rresponde, ya que sólo ella puede realizarlo, a sa 
ber: dirigir, vigilar, urgir, castigar, según los-
casos y la necesidad lo exijan. Por tanto, tengan 
bien entendido esto los que gobiernan: cuanto más-
vigorosamente reine el orden jerárquico entre las-
diversas asociaciones, quedado en pie este princi-
pio de la función subsidiaria del Estado, tanto --
más perfectas serán la autoridad y la eficiencia -
social, y tanto más próspera y feliz la condición-
de la cosa pública. 

Dentro de estos límites podrá la pública autoridad, 
en cuanto lo exige razones de utilidad común, in--
tervenir en la esfera de la libertad privada de di 
ferentes maneras, cuya exposición remitimos al ca-
pítulo siguiente, en que trataremos del fín inte— 
lectual, moral y económico de la sociedad. 

La autoridad comenta Angel Herrera no crea, no es-
órgano generador de energía. La acción vital vie-
ne de la sociedad, del individuo, y a la autoridad 
corresponde dirigirla. 	De aquí que la'autoridad -
suprema no debe intervenir con todo su poder susti 
tuir a la acción vital, sino en el caso de que és-
ta languidezca o desfallezca; pero siempre la ac—
ción, ya de un individuo, ya de una sociedad, sea-
capaz de cumplir su propio fin, las sociedades de-
orden superior, y desde luego el Estado, que es la 
suprema, deben respetarla en el ámbito de sus fun- 
ciones. 	En una palabra: Pi o XI es un defensor, -- 
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frente al Estado, de toda autonomía desde la auto-
nomía individual hasta la autonomía regional. Esa 
ha sido siempre la filosofía política cristiana. 
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4.- RELACION ARMONICA DE LAS 3 FUNCIONES 
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LAS TRES FUNCIONES DE LA AUTORIDAD. 

La autoridad cumple su misión de dirigir e impul--
sar la sociedad a su fin mediante el ejercicio de-
sus tres funciones: legislativa, judicial y ejecu-
ti va. 

Hemos definido la autoridad como el derecho o fa--
cultad de obligar a los miembros de la sociedad a-
cooperar con sus actos al bien común. Ahora bien, 
esta facultad o derecho general contiene virtual--
mente: 

a) La facultad de establecer leyes o normas obliga 
torias, según las cuales deben obrar las socie-
dades para conseguir el fin social: protestad o 
función legislativa. 

b) La facultad de declarar o proponer auténticamen 
te qué acciones en concreto son conformes a de-
rechos y cuáles disconformes, y de dirimie las-
contiendas o ligitos mutuos entre los asociados 
o entre los asociados y el régimen; protestad o 
función judicial. 

c) La facultad de hacer valer las leyes o de obli-
gar a su ejecución en los casos particulares a-
que se aplican: protestad o Función ejecutiva. 
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1.- LA FUNCION LEGISLATIVA. 

La Legislación. En los países de derecho escrito, 
la legislación es la más rica e importante de las-
fuentes formales. Podríamos definirla como el pro 
ceso por el cual unos o varios órganos del Estado-
formulan y promulgan determinadas reglas jurídicas 
de observancia general, a las que se da el nombre-
específico de leyes. Al referirse al problema que 
analizamos, los autores mencionan, en primer térmi 
no, la ley; pero al hacerlo olvidan que no es fuen 
te del derecho, sino producto de la legislación. -
Valiéndonos de la metáfora a que alude Du Pasquir, 
diremos que así como la fuente de un río no es el-
agua que brota del manantial, sino el manantial --
mismo, la ley no representa el origen, sino el re-
sultado de la actividad legislativa. 

Históricamente, las costumbres fueron anteriores a 
la obra del legislador. 	En los estadios pri miti-- 
vos de la evolución social existía una costumbre - 
indiferenciada, mezcla de prescripciones éticas, - 
religiosas, convencionales y jurídicas. Al inde--
pendizarse el derecho de la religión y la moral, - 
conservó su naturaleza consuetudinaria, y no Fue -
sino en época relativamente reciente cuando el pro 
ceso legislativo se inició y aparecieron los prime 
ros códigos. 

"La historia -escribe Du Pasquier- revela un cons-
tante impulso hacia el derecho escrito. En la - -
Edad Media, las aspiraciones a la Fijeza del dere-
cho manifestábanse, sea en la redacción de ~tas-
que establecían los derechos respectivos del seNor 
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y los súbditos, sea en la redacción de costumbres, 
primeramente a iniciativa privada, más tarde a tí-
tulo oficial. Por otra parte, el derecho romano,-
reunido en las recopilaciones de Justiniano "Diges 
to, Institutas, etc.), ocupa el sitio de honor en-
tre los juristas: denominábasele el derecho escri-
to; las regiones meridionales de Francia, en donde 
su influencia era preponderante, eran llamadas - -
pays de droit éscrit, en oposición al pays de cou-
tumes (norte de Francia). En Alemania, este vasto 
fenómeno, ocurrido principalmente en los siglos --
XVI XV, ha recibido en la historia el nombre de re 
cepción del derecho romano. 

"Bajo Luis XIV y Luis XV, las Grandes Ordenanzas -
señalaron una importante ofensiva del derecho le-- 
gislado contra el consuetudinario. 	En el siglo -- 
XVIII, diversos Estados de la América del Norte -
formularon las primeras construcciones escritas. -
En la misma época, los códigos prusiano y bávaro - 
abrieron la era de las codificaciones, cuya Flora-
ción más rica se extendió bajo Napoleón". 

En la mayoría de los Estados modernos la formula—
ción del derecho, es casi exclusivamente obra del-
legislador; sólo en Inglaterra y los países que --
han seguido el sistema anglosajón predomina la cos 
tumbre. 

La tendencia, siempre crec i ente, hacia la codifica 
ci ón del derecho, es una exigencia de la seguridad 
jurídica. A pesar de su espontaneidad, el derecho 
consuetudinario carece de una formulación precisa, 
lo que hace difícil su aplicación y estudio. 	Por- 
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otra parte, su ritmo es demasiado lento. El legis 
lado, en cambio, además de su precisión y carácter 
sistemático, puede modificarse con mayor rapidez,-
y se adapta mejor a las necesidades de la vida mo-
derna. 

El Proceso Legislativo.- En el moderno proceso le-
gislativo existen seis diversas etapas, a saber: - 
iniciativa, discusión, aprobación, sanción, publi-
cación e iniciación de la vigencia. A fin de ex--
plicar en qué consisten los diferentes momentos de 
tal proceso, tomaremos como ejemplo las diversas -
etapas de la formación de las leyes federales, de-
acuerdo con la Constitución de los Estados Unidos-
Mexicanos. Las reglas que lo normal hállense con-
tenidas en los artículos 71 y 72 de la citada ley-
fundamental, y 3 y 4 del Código Civil del Distrito. 
Los primeros refiérense a la iniciativa, la discu-
sión, la aprobación, la sanción y la publicación;-
los últimos fijan reglas sobre iniciación de la vi 
gencia. 

Son dos los poderes que en nuestro país intervie--
nen en la elaboración de las leyes federales: le-- 
gislativo y ejecutivo. 	La intervención de aquél - 
relaciónese con las tres primeras etapas; la de és 
te, con las restantes. 

a) Iniciativa.- Es el acto por el cual determina-
dos órganos del Estado someten a la consideración-
del Congreso un proyecto de ley. "El derecho de -
iniciar leyes o decretos compete según el artículo 
71 de la Constitución Federal: 
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1. Al presidente de la República; 

II. A los Diputados y Senadores al 
Consejo de la Unión, y 

A las Legislaturas de los Esta 
dos. 

Las iniciativas prestadas por el Presidente de la-
República, por las Legislaturas de los Estados o -• 
por las Diputaciones de los mismos, pasarán desde-
luego a comisión. Las que presentaren los diputa-
dos o los senadores, se sujetarán a los trámites -
que designe el Reglamento de Debates" (alude al Re 
filamento de Debates de cada una de las Cámaras, es 
decir, al conjunto de normas que establecen la for 
ma en que deben ser discutidas las iniciativas de-
ley). 

b) Discusión.- En el acto por el cual las Cámaras-
deliberan acerca de las iniciativas, a fin de de--
terminar si debe o no ser aprobadas. "Todo proyec 
to de ley o decreto, cuya resolución no sea exclu-
siva de alguna de las Cámaras, se discutirá sucesi 
vamente en ambas, observándose el Reglamento de De 
bates sobre la forma, intervalos y modo de proce--
der en las discusiones y votaciones". 

"La formación de las leyes o decretos puede comen-
zar indistintamente en cualquiera de las dos Cáma-
ras, con excepción de los proyectos que versaren -
sobre empréstitos, contribuciones o impuestos, o -
sobre reclutamiento de tropas, todos los cuales de 
berán discutirse primero en la Cámara de Diputados" 
(fracción H del artículo 72 constitucional). 
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A la Cámara de donde inicialmente se discute un --
proyecto de ley suele llamársele Cámara de origen; 
a la otra se le da el calificativo de revisora. 

c) Aprobación.- Es el acto por el cual las Clima--
ras aceptan un proyecto de ley, la aprobación pue-
de ser total o parcial. 

d) Sanción.- Se da este nombre a la aceptación de 
una iniciativa por el Poder Ejecutivo. 	La sanción 
debe ser posterior a la aprobación del proyecto --
por las Cámaras. El presidente de la República -
puede negar su sanción a un proyecto ya admitido -
por el Congreso (Derecho de veto). Esta facultad-
no es, como luego veremos, absoluta. 

e) Publicación.- Es el acto por el cual la ley ya- 
aprobada y sancionada se da a conocer a quienes de 
ben cumplirla. 	La publicación se hace en el llama 
do Diario Oficial de la Federación. Además de és-
te, existen en México los Diarios o Gacetas Oficia 
les de los Estados. Publícase en tales Diarios -71  
las leyes de carácter local. 	Las reglas sobre dis 
cusión, aprobación, sanción y publicación hállense 
consignadas en los siguientes inicios del artículo 
72: 

"A.- Aprobado un proyecto en la Cámara de su ori--
gen pasará para su discusión a la otra. Si ésta - 
lo aprobase, se remitirá al Ejecutivo, quien, si 
no tuviere observaciones que hacer, lo publicará -
inmediatamente. 

"R.- Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo,- 
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todo proyecto no devuelto con observaciones a la -
Cámara de su origen, dentro, de diez días útiles; -
a no ser que, corriendo este término, hubiere el -
Congreso cerrado o suspendido sus sesiones, en cu-
yo caso la devolución deberá hacerse el primer día 
útil en que el Congreso esté reunido. 

"C.- El proyecto de ley o derecho desechado en to-
do o en parte por el Ejecutivo, será devuelto, con 
sus observaciones, a la Cámara de su origen. Debe 
rá ser discutido de nuevo por ésta, y si fuese con 
firmado por las dos terceras partes del número to-
tal de votos, pasará otra vez a la Cámara revisora. 
Si por ésta fuese sancionado por la misma mayoría, 
el proyecto será ley o decreto y volverá al Ejecu-
tivo para su promulgación. 

"Las votaciones de ley o decreto serán nominales. 

"D.- Si algún proyecto de ley o decreto fuese dese 
chado en su totalidad por la Cámara de revisión, - 
volverá a la de su origen con las observaciones --
que aquélla le hubiese hecho. Si examinado de nue 
vo fuese aprovechado por la mayoría absoluta de --
los miembros presentes, volverá a la Cámara que lo 
desechó, la cual lo tomará otra vez en considera—
ción, y si lo aprobare por la misma mayoría, pasa-
rá al Ejecutivo para los efectos de la fracción A, 
pero si lo reprobase, no podrá volver a presentar-
se en el mismo período de sesiones. 

"E.- Si un proyecto de ley o decreto Fuese desecha 
do en parte, o modificado, o adicionado por• la Cá-
mara revisora la nueva discusión de la Cámara de -
su origen versará únicamente sobre lo desechado o- 
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sobre las reformas o adiciones, sin poder alterar-
se en manera alguna los artículos aprobados. Si -
las adiciones o reformas hechas por la Cámara revi 
sora fuesen aprobadas por la mayoría absoluta de 1.  
los votos presentes en la Cámara de su ori gen, se-
pasará todo el proyecto al Ejecutivo, para los 
efectos de la fracción A. Si las adiciones o re--
formas hechas por la Cámara revisora fueran repro-
badas por la mayoría de votos en la Cámara de su - 
origen, volverán a aquélla para que tome en consi-
deración las razones de ésta, y si por mayoría ab-
soluta de votos presentes se desecharan en esta se 
gunda revisión dichas adiciones o reformas, el pro 
yecto, en lo que haya sido aprobado por ambas Cáma 
ras, se pasará al Ejecutivo para los efectos de la 
fracción A. 	Si la Cámara revisora insistiere, por 
la mayoría absoluta de votos presentes, en dichas-
adiciones o reformas, todo el proyecto no volverá-
a presentarse sino hasta el siguiente período de -
sesiones, a no ser que ambas Cámaras acuerden, por 
la mayoría absoluta de sus miembros presentes, que 
se expida la ley o decreto sólo con los artículos-
aprobados, y que se reserven los adicionados, o re 
formados para su examen y votación en las sesiones 
siguientes. 

"F.- En la interpretación, reformas o derogación -
de las leyes o decretos, se observarán los mi srnos-
trámites establecidos para su Formación. 

"G.- Todo proyecto de ley o decreto que fuore dese 
choclo en la Cámara de su origen, no podrá volver a 
presentarse en las sesiones del ario... 
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"1.- Las iniciativas de leyes o decretos se discu-
tirán preferentemente en la Cámara en que se pre--
senten; a menos que transcurra un mes desde que se 
pasen a la Comisión dictaminadora sin que éste rin 
da dictamen, pues, en tal caso, el mismo proyecte: 
de ley o decreto puede presentarse y discutirse en 
la otra Cámara. 

"J.- El Ejecutivo de la Unión no puede hacer obser 
vaciones a las resoluciones del Congreso o de algu 
na de las Cámaras, cuando ejerzan funciones de - -
cuerpo electoral o de jurado, lo mismo que cuando-
la Cámara de Diputados declara que debe acusarse a 
uno de los altos funcionarios de la Federación por 
delitos oficiales. Tampoco podrá hacerlas al de--
creto de convocatoria a sesiones extraordinarias -
que expida la Comisión Permanente. 

Las reglas enumeradas pueden resumirse en el cua--
dro de la página siguiente, cuya formación nos ha-
sido sugerida por una obra de los maestros argenti 
nos Aftalión y García Olano. 

f) Iniciación de la vigencia.- En el derecho pa--
trio existen dos sistemas de iniciación de la vi-- 
gencia: el sucesivo y el sincrónico. 	Las reglas - 
concernientes al primero las enuncian el artículo-
3 del Código Civil del Distrito y territorios Fede 
rales. 	Este precepto dice así: "Las leyes, regla 
mentos, circulares o cualesquiera otras disposicio 
nes de observancia general, obligan y surten sus -
efectos tres días después de su publicación en el- 
Periódico Oficial. 	En los lugares distintos del - 
en que se publique el Periódico Oficial, para que- 
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las leyes, reglamentos, etc., se reputen publica--
dos y sean obligatorios, se necesita que, además -
del plazo que fija el párrafo anterior, transcurra 
un día más por cada cuarenta kilómetro de distan--
cia o fracción que exceda de la mitad. 

La lectura del precepto transcrito revela que son-
dos las situaciones que pueden presentarse: si se-
trata de fijar la fecha de iniciación de la vigen-
cia relativamente al lugar en que el Diario Ofi- - 
cial se publica, habrá que contar tres días a par-
tir del aquel en que la disposición aparece publi-
cada; tratándose de un lugar distinto, deberá aña-
dirse a dicho plazo un día más por cada cuarenta -
kilómetros o fracción que exceda de la mitad. 

El lapso comprendido entre el momento de la publi-
cación y aquel en que la norma entra en vigor, re-
cibe, en la terminología jurídica, el nombre de vo 
cativo legis. 	La vocatio legis es el término du-- 
rante el cual racionalmente se supone que los des-
tinatarios del precepto estarán en condiciones de-
conocerlo y, por ende, de cumplirlo. Concluído di 
cho lapso, la ley obliga a todos los comprendidos-
dentro del ámbito personal de aplicación de la nor 
ma, aun cuando, de hecho, no tenga o no haya podi-
do tener noticia de la seguridad jurídica se formu 
la diciendo que la ignorancia de las leyes debida-
mente promulgadas no sirve excusa y a nadie aprove 
cha. 	El principio sufre una excepción en nuestro- 
sistema, relativamente a los individuos que por su 
apartamiento de las vías de comunicación o su mise 
roble situación, dejan de cumplir la ley que igno- 
raban. 	En tal hipótesis, pueden los jueces eximir 
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las de las sanciones en que hubieren incurrido o,-
de ser posible, concederles un plazo para que la -
cumplan; pero en ambos casos se exige que el Miste 
rio Público esté de acuerdo, y que no se trate de-
leyes que afecten directamente al interés público. 

Tratándose de lugares distintos de aquel en que --
aparece el Diario Oficial, a los tres días señala-
dos en la primera parte del articulo hay que aña-
dir, según dijimos antes, uno más por cada cuaren-
ta kilómetros o fracción que exceda de la mitad. -
Colígese de aquí que la fecha de iniciación de la-
vigencia de una ley federal en el caso del sistema 
sucesivo va alejándose de la publicación conforme-
crece la distancia entre la ciudad de México y los 
diferentes lugares de la República. 

La regla del artículo 3 del Código Civil vigente - 
duplica la cifra señalada en los anteriores Códi—
gos de 84 y 71. En el artículo 4 de estos estable 
cimiento que a los tres días, contados a partir de 
la fecha de publicación, debía aAadirse otro más -
por cada veinte kilómetros o fracción que excedie- 
se de la mitad. 	La regla contenida en tales Códi- 
gos estaba de acuerdo con las condiciones de la --
época; pero la que establece el actual anacrónica. 
Dada la gran extensión del territorio puede perfcc 
tamente presentarse el caso de que una ley publica 
da en México el primero de Febrero, no entre en vi 
gor en los lugares fronterizos sino aproximadamen-
te dos meses más tarde. Por otra parte, la aplica 
ción del sistema sucesivo de origen a problemas de 
solución muy difícil, corno el que estribo en saber 
de qué manera ha de calcularse la distancia com- - 
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prendida entre el lugar en que el Diario Oficial -
se publica y aquel en que la disposición tiene que 
cumplirse. ¿Bastará con trazar una línea recta so 
bre el mapa o habrá que tomar como base las vías -
de comunicaciones? Y, suponiendo que se opte por-
este último extremo y que más vías de comunicación 
sean múltiples, ¿cuál deberá servir para el cálcu-
lo de la distancia? 

Las consideraciones anteriores nos autorizan para-
sostener la conveniencia de que el sistema sucesi-
vo sea suprimido. Habría, pues, qué dejar en pie-
el otro adaptándolo a las exigencias de nuestra --
época y las peculiaridades del territorio nacional. 

El sistema sincrónico hállase consagrado en el ar- 
tículo 4 del Código Civil. 	"Si la ley, reglamento, 
circular o disposición de observancia general, fi-
ja el día en que debe comenzar a regir, obliga des 
de ese día, con tal de que su publicación haya si-
do anterior". 

Este precepto tiene el defecto de no señalar el -- 
término de la vacatio legis. 	Si la disposición se 
interpretase literalmente, cabría sostener que una 
ley puede entrar en vigor en toda la República me-
dia hora después de su publicación, de establecer- 
se así en sus artículos transitorios. 	Ello equi-- 
valdría a destruir el principio de la vocatio le--
gis y daría origen a grandes inconvenientes y abu-
sos. Por ello creemos que cuando en un texto le--
gal se dice -cosa que a menudo ocurre- que las dís 
posiciones del mismo entrarán en vigor el día de - 
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su publicación en el Diario Oficial, no debe apli-
carse el sistema sincrónico, sino que hay que to--
mar como pauta, pese a sus defectos, las reglas - 
del sucesivo. 

SANCION, PROMULGACION, PUBLICACION.- Algunos auto-
res distinguen, al referirse al proceso legislati-
vo en el derecho mexicano, las expresi-ones, sancio 
nes, promulgación. Transcribimos en seguida las - 
tesis del distinguido maestro Trinidad García, ex-
puesta en su obra Introducción al Estudio del Dere 
cho: "La promulgación en, términos comunes, la pu 
blicación formal de la Ley. De esta definición se 
infiere que no hay lugar a distinguir gramatical--
mente entre la promulgación y la publicación. Las 
dos palabras tienen el mismo significado cuando a-
la ley se refieran, y así lo demuestra el empleo -
que se les ha dado y se les da en el lenguaje co--
rriente y en el jurídico; la Constitución y los Có 
digos de 70 y 84 emplean indistintamente los dos -
términos para expresar la misma idea (artículos 70, 
72, inciso a), y 89, fracción 1 de aquélla y 2 a 4 
de éstos). Pero la promulgación de la ley encie-
rra dos actos dístintós:por el primero, el Ejecu-
tivo interpone su autoridad para que la ley debida 
mente aprobada se tenga por disposición obligago--
ria; por el segundo, la da a conocer a quienes de- 
ben cumplirla. 	El primer acto implica, naturalmen 
te, que la ley ha sido aprobada por el Ejecutivo o 
que objetada por él, ha sido ratificada por Lis Cfi 
moras. Como se ve, la intervención del ejecutivo-
en la Formación de las leyes tiene tres Fases inde 
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pendientes, con fines diversos y efectos propios -
cada una. Por esta causa deben jurídicamente dis-
tinguirse los actos correspondientes a cada una de 
esas fases y hay que darles nombre especial. Esta 
necesidad no se sentía en el antiguo derecho, cuan 
do un solo órgano de gobierno hacía la ley y la pu 
blicaba; se impone, en cambio, actualmente, por --
las complicaciones producidas por los nuevos siste 
mas de derecho público. Consecuentes, pues, con -
la realidad presente de las cosas, emplearemos - -
tres diversos términos para referirnos a esos ac-
tos; serán los de; a) sanción, para la aprobación-
de la ley por el Ejecutivo: 

b) Promulgación, para el reconocimiento forma por-
éste de que la ley ha sido aprobada conforme a-
derecho y debe ser obedecida; 

c) Publicación, para el acto de hacer posible el -
conocimiento de la ley, por los medios estable-
cidos para el efecto". (1) 

2.- LA FUNCION JUDICIAL. 

La Función judicial de la Autoridad, en su doble -
aspecto civil y criminal, tiene por objeto inmedia 
to el triunfo y el reinado de la justicia en las - 
relaciones sociales. 	En quien la ejerza, además - 

(1) Eduardo García Maynez "Introducción al estu-- 
dio del Derecho", pág. 52. México 1971. 
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de sagasidad e ingenio natural para desenmarañar -
cuestiones a menudo intrincadas, requiérese conoci 
miento extenso y profundo de las leyes y de los --
hombres, integridad incorruptible a toda prueba, - 
circunspección y prudencia en todos los procederes.  
Es preciso, además, que el representante de la jus 
ticia sea fácilmente accesible a todo el que tenga 
necesidad de recurrir a su acción. De aquí que la 
forma de designación de los Magistrados Funciona—
rios del poder judicial y la organización jerárqui 
ca de los tribunales son puntos sumantes delicados 
y de altísima importancia para el buen régimen de-
toda sociedad. 

La organización actual de este ramo en los Estados 
constitucionales modernos adolece, generalmente, -
de los siguientes defectos: 

a) Lo intrincado y prolijo de los procedimientos -
judiciales; b) La falta de competencia en la mayor 
parte de los que constituyen el tribunal del jura-
do (jueces de hecho), para dar justo veredicto de-
culpabilidad o inculpabilidad, por falta de cultu-
ra o de experiencia; c) La publicidad excesiva que 
se da a ciertas causas, con detrimento de le mora-
lidad pública. 

En una conveniente organización del poder judicial 
la administración de la justicia debe ser prudente, 
severa, equitativa, pronta y eficaz. (2) 

(2) José M. Llovera "Tratado de sociología", pág. 
122. Madrid 1963. 
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Con relación al Poder Judicial la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos establece -
lo siguiente: 

Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la-
Federación en una Suprema Corte de Justicia, en --
Tribunales de Circuito, Colegiados en materia de -
amparo y Unitarios en materia de apelación, y en -
Juzgados de Distrito. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación se compondrá de veintiun ministros nu 
merarios y cinco supernumerarios, y funcionará en-
Pleno o en Salas. Los ministros supernumerarios -
formarán parte del Pleno cuando suplan a los nume-
rarios. 

En los términos que la ley disponga, las sesiones-
del Pleno y de las Salas serán públicas, y por ex-
cepción secretas en los casos en que así lo exijan 
la moral o el interés público. 

La competencia de la Suprema Corte, los períodos -
de sesiones, el Funcionamiento del Pleno y de las-
Salas, las atribuciones de los ministros, el núme-
ro y competencia de los Tribunales de Circuito y -
de los jueces de Distrito y las responsabilidades-
en que incurran los funcionarios y empleados del -
Poder Judicial de la Federación se regirán por es-
ta Constitución y lo que dispongan las leyes. 

La ley fijará los términos en que sea obligatoria-
la jurisprudencia que establezcan los tribunales - 
del poder judicial de la federación sobre interpre 
tación de la constitución, leyes y reglamentos Fe-
derales o locales y tratados internacionales cele-
brados por el Estado Mexicano, así como los requi- 
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sitos para su interrupción y modificación. 

La remuneración que perciban por sus servicios los 
ministros de la Suprema Corte, los magistrados de-
Circuito y los jueces de Distrito no podrá ser dis 
minuida durante su encargo. 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicia sólo 
podrán ser privados de sus puestos cuando observen 
mala conducta, de acuerdo con el procedimiento se-
ñalado en la parte final del artículo 111 de esta-
Constitución o previo el juicio de responsabilidad. 

Para ser electo ministro de la Suprema Corte de --
Justicia de la Nación, se necesita: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en ple 
no ejercicio de sus derechos políticos y civi 
les; 

II. No tener más de sesenta y cinco años de edad, 
ni menos de Treinta y cinco, el día de la - 

III. Poseer el día de la elección, con antiguedad-
mínima de cinco años, Título Profesional de 
abogado, expedido por la autoridad o corpora-
ción legalmente facultada para ello; 

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido con 
denado por delito que amerite pena corporal 
de más de un año de prisión; pero si se trata 
re de robo, fraude, falsificación,abuso de --
confianza u otro que lastime seriamente la -
buena Fama en el concepto público, inhabilita 
rá para el cargo, cualquiera que haya sido la 
pena, y 
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V. 	Haber residido en el país durante los últimos 
cinco años, salvo el caso de ausencia en ser-
vicio de la República por un tiempo menor de-
seis meses. 

Los nombramientos de los ministros de la Suprema-
Corte serán hechos por el Presidente de la Repúbli 
ca y sometidos a la aprobación de la Cámara de Se- 
nadores, 	que otorgará o negará esa aprobación - 
dentro del improrrogable término de diez días. Si 
la Cámara no resolviere dentro de dicho término se 
tendrán por aprobados los nombramientos. Sin la - 
aprobación del Senado, no podrán tomar posesión - 
los magistrados de la Suprema Corte nombrados por-
el Presidente de la República. En el caso de que-
la Cámara de Senadores no apruebe dos nombramien--
tos sucesivos respecto de la misma vacante, el Pre 
sidente de la República hará un tercer nombramien-
to que surtirá sus efectos desde luego, como provi 
sional, y que será sometido a la aprobación de di-
cha Cámara, en el siguiente período ordinario de - 
sesiones. En este periodo de sesiones deberá, - -
aprobar o reprobar el nombramiento y si lo aprueba 
o nada resuelve, el magistrado nombrado provisio--
nalmente continuará en sus funciones con el carác-
ter de definitivo. Si el Sendo desecha el nombra-
miento cesará desde luego en sus Funciones el mi--
nistro provisional, y el Presidente de la Repúbli-
ca nuevo nombramiento a la aprobación del Senado -
en los términos señalados. 

Los magistrados de Circuito y los jueces de Distri 
to serán nombrados por la Suprema Corte de Justi--
cia de la Nación, tendrán los requisitos que exija 



81 

la ley y durarán cuatro años en el ejercicio de su 
encargo, al término de los cuales, si fueran re- -
electos, o promovidos a cargos superiores, sólo po 
drán ser privados de sus puestos cuando observen - 
mala conducta, de acuerdo con la parte final del - 
artículo 111, o previo el juicio de responsahili--
dad correspondiente. 

La Suprema Corte de Justicia podrá cambiar de lu-
gar a los jueces de Distrito, pasándolos de un dis 
trito a otro, o fijando su residencia en otra po—
blación, según lo estime conveniente para el mejor 
servicio público. Lo mismo podrá hacer tratándose 
de los magistrados de Circuito. 

Podrá también la Suprema Corte de Justicia de la - 
Nación nombrar magistrado de Circuito y jueces de-
Distrito supernombrar magistrados que auxilien las 
labores de los Tribunales o Juzgados donde hubiere 
recargo de negocios, a fin.de obtener que la admi-
nistración de justicia sea pronta y expedita; y --
nombrará a alguno o algunos de sus miembros o al—
gún juez de Distrito o magistrado de Circuito o de 
signará uno o varios comisionados especiales, cuan 
do así lo juzgue conveniente, o lo pidiere el Eje-
cutivo Federal, o alguna de las cámaras de Unión,-
o el Gobernador de algún Estado, únicamente para 
que averigüe la conducta de algún juez o magistra-
do Federal, o algún hecho o hechos que constituyan 
la violación de alguna garantía individual, o la -
violación del voto público, o algún otro delito 
castigado por la ley federa. 

Los Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito- 
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serán distribuidos entre los ministros de la Supre 
ma Corte, para que éstos los visiten periódicamen-
te, vigilen la conducta de los magistrados y jue--
ces que los desempeñen, reciban las quejas que hu-
biere contra ellos y ejerzan las demás atribucio-- 
nes que señala la ley. 	La Suprema Corte de Justi-
cia nombrará y removerá a su Secretario y demás em 
pleados que le corresponden con estricta observan-
cia de la ley respectiva. En igual forma procede-
rán los magistrados de Circuito y jueces de Distri 
to, por lo que se refiere a sus respectivos secre-
tarios y empleados. La Suprema Corte de Justicia-
cada año designará uno de sus miembros, como Presi 
dente, pudiendo éste ser reelecto. Cada ministro-
de la Suprema Corte de Justicia, al entrar a ejer-
cer su encargo protestará ante el Senado, y, en -- 
sus recesos, ante la Comisión Permanente, en la si 
guiente forma: 

Presidente: "¿Protestáis desempeñar leal y patrió-
ticamente el cargo de ministro de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación que se os ha conferido y-
guardar y hacer guardar la Constitución Política -
de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de 
ella emanen, mirando en todo por el bien y prospe-
ridad de la Unión?". 

Ministro: "Si , protesto". 

Presidente: "Si no lo hiciereis así, la Nación Os-
lo demande". 

Los magistrados de Circuito y los jueces de l)i stri 
to protestarán ante la Suprema Corte, o ante la au 
toridad que determine la ley. 
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Los ministros numerarios de la Suprema Corte du --
Justicia de la Nación serán suplidos en sus Faltas 
temporales por los supernumerari6s. 

Si la falta excediere de un mes, el Presidente de-
la República someterá el nombramiento de un minis-
tro provisional a la aprobación del Senado o en su 
receso a la de la Comisión Permanente, observándo-
se, en su caso, lo dispuesto en parte final del ar 
ticulo 96 de esta Constitución. 

Si faltaré un ministro por defunción o por cual- - 
quiera causa de separación definitiva, el Presiden 
te someterá un nuevo nombramiento a la aprobación-
del Senado. Si el Senado no estuviere en funcio-
nes, la comisión Permanente dará su aprobación, --
mientras se reúne aquél y da la aprobación defini-
ti va. 

Los supernumerarios que suplan a los numerarios, -
permanecerán en el desempeño del cargo hasta que -
tome posesión el ministro nombrado por el Presiden 
te de la República, ya sea con carácter provisio--
nal o definitivo. 

Las renuncias de los mínistros de la Suprema Corte 
de Justicia solamente procederán por causas graves; 
serán sometidas al Ejecutivo y si éste las acepta, 
serán enviadas para su aprobación al Senado, y en-
su receso a la de la Comisión Permanente. 

Las licencias de los ministros, cuando no e\cedan-
de un mes, serán concedidas por la Suprema Corte -
de Justicia de la Nación; las que excedan de este-
tiempo, las concederá el Presidente de la Repúbli- 
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ca con la aprobación del Senado, o en sus recesos-
por la de la Comisión Permanente. Ninguna licen--
cia podrá exceder del término de dos años. 

Los ministros de la Suprema Corte de Justicía, los 
magistrados de Circuito, los jueces de Distrito y-
los respectivos secretarios, no podrán, en ningún-
caso, aceptar y desempeñar empleo o encargo de la-
Federación, de los Estados o de particulares, sal-
vo los cargos honoríficos en asociaciones científi 
cas, literarias o de beneficiencia. 	La infracción 
de esta disposición será castigada con la pérdida-
del cargo. 

La ley organizará el Ministerio Público de la Fede 
ración, cuyos funcionarios serán nombrados o remo-
vidos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley res-
pectiva, debiendo estar presididos por un procura-
dor General, el que deberá tener las mismas calida 
des requeridas para ser ministro de la Suprema Cor 
te de Justicia. 

Incumbe al Ministerio Público de la Federación, la 
persecución, ante los tribunales, de todos los de-
litos del orden federal; y, por lo mismo, a él le-
corresponderá solicitar las órdenes de aprehensión 
contra los inculpados; buscar y presentar las prue 
bas que acrediten la responsabilidad de éstos; ha-
cer que los juicios se sigan con toda regularidad-
para que la administración de justicia sea pronta-
y expedita; pedir la aplicación de las penas e in-
tervenir en todos los negocios que la ley determi-
ne. 

El Procurador General de la República intervendrá- 
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personalmente en las controversias que se suscrita 
ren entre dos o más Estados de la Unión entre Esta 
do y la Federación o entre los Poderes de un mísmo 
Estado. 

En todos los negocios en que la Federación fuese -
parte; en los casos de los diplomáticos y los cón-
sules generales y en los demás en que deba interve 
nir el Ministerio Público de la Federación, el Pro 
curador General lo hará por si o por medio de sus-
agentes. 

El Procurador General de la República será el con-
sejero jurídico del Gobierno. Tanto él como sus -
agentes serán responsables de toda falta, omisión-
y violación a la ley, en que incurran con motivo -
de sus funciones. 

Los Tribunales de la Federación resolverán toda --
controversia que se suscrite: 

1. 	Por leyes o actos de la autoridad que violen-
tas garantías individuales; 

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que 
vulneren o restrian la soberanía de los Esta-
dos, y 

III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos 
que invadan la esfera de la autoridad Federal. 

Correspondiente a los tribunales de la Federación-
conocer: 

I. De todas las controversias del orden civil o --
criminal que se susciten sobre el cumplimiento y - 
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aplicación de leyes federales o de los tratados in 
ternacionales celebrados por el Estado Mexicano. - 
Cuando dichas controversias sólo afecten intereses 
particulares, podrán conocer también de ellas, a - 
elección del actor, los jueces y tribunales del or 
den común de los Estados, del Distrito Federal y - 
Territorios. Las sentencias de primera instancia-
podrán ser apelables para ante el superior inmedia 
to del juez que conozca del asunto en primer grado. 

Las leyes federales podrán instituir tribunales de 
lo contentencioso-administrativo votados de plena-
autonomía para dictar sus fallos, que tengan a su-
cargo dirimir las controversias que se suscriten -
entre la administración Pública Federal o del Dis-
trito y Territorios Federales, y los particulares, 
estableciendo las normas para su organización, su-
funcionamiento, el procedimiento y los recursos --
contra sus resoluciones. 

Procederá el recurso de revisión ante la Suprema -
Corte de Justicia contra las resoluciones definiti 
vas de dichos tribunales administrativos, sólo en-
los casos que señalen las leyes Federales, y siem-
pre que esas resoluciones hayan sido dictadas como 
consecuencia de un recurso interpuesto dentro de -
la jurisdicción contencioso administrativa. 

La revisión se sujetará a los trámites que la ley-
reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta -
Constitución fije para la revisión en amparo indi-
recto, y la resolución que en ella dicte la Supre-
ma Corte de Justicia, quedará sujeta a las normas-
que regulan la ejecutoriedad y cumplimiento de las 
sentencias de amparo; 
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II. De todas las controversias que versen sobre de 
recho marítimo; 

III. De aquellas en que la Federación Fuese parte: 

IV. De las que se suscriten entre dos o más Esta--
dos o un Estado y la Federación, así como de las -
que sugieren entre los tribunales del Distrito Fe-
deral y los de la Federación o un Estado; 

V. De las que surjan entre un Estado y uno o más 
vecinos de otro, y 

VI. De los casos concernientes a miembros del Cuer 
po Diplomático y Consular. 

Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación conocer de las Controversias que se sus-
citen entre dos o más Estados, entre los Poderes -
de un mismo Estado sobre la constitucionalidad de-
sus actos y de los conflictos entre la Federación-
sea parte en los casos que establezca la ley. 

Corresponde también a la Suprema Corte de Justicia 
dirimir las competencias que se suscriten entre --
los tribunales de la Federación, entre éstos y los 
de los Estados, o entre los de un Estado y los de-
otro. 

Todas las controversias de que habla el artículo -
103 se sujetarán a los procedimientos y formas del 
orden jurídico que determine la ley, de acuerdo --
con las bases siguientes: 

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instan 
cia de parte agraviada; 
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II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocu 
pe de individuos particulares, limitándose a -
ampararlos y protegerlos en el especial sobre-
el que verse la queja sin hacer una declara- -
cien general respecto de la ley o acto que la-
motivare. 

Podrá suplirse la deficiencia de la queja, cuando-
el acto reclamado s funde en leyes declaradas in-
constitucionales por la jurisprudencia de la Supre 
ma Corte de Justicia. 

Podrá también suplirse la deficiencia de la queja-
en materia penal y de la parte obrera en materia -
de trabajo, cuando se encuentre que ha habido, en-
contra del agraviado, una violación manifiesta de- 
la ley que lo ha dejado sin defensa, y en materia-
penal, además, cuando se le haya juzgado por una - 
ley que no es exactamente aplicable al caso. 

En los juicios de Amparo en que se reclamen actos-
que tengan o - puedan tener como consecuencia privar 
'de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus 
tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos y a - 
los núcleos de población que de hecho o por dere-
cho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios 
o comuneros, deberá suplirse la deficiencia de la-
queja de acuerdo con lo que disponga la ley Regla-
mentaria de los artículos 103 y 107 de esta Consti 
tuci ón, y no procederá, en ningún caso, la caduci-
dad de la instancia ni el sobreseimiento por• inac-
tividad procesal. Tampoco será procedente (,1 de—
sistimiento cuando se afecten ministrativos o del-
trabajo, el amparo sólo procederá en los casos si-
guientes: 
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a) Contra sentencias definitivas o laudos respecto 
de los cuales no proceda ningún recurso ordinario-
por el que puedan ser modificados o reformados, ya 
sea que la violación se cometa en ellos, o que, co 
metida durante el procedimiento al resultado del - 
fallo; siempre que en materia civil haya sido im--
pugnada la violación en el curso del procedimiento 
mediante el recurso ordinario establecido por la - 
ley e invocada como agravio en la segunda instan-- 
cia, si se cometió en la primera. 	Estos requisi--
tos no serán exigibles en el amparo contra senten-
cias dictadas en controversias sobre acciones del-
estado civil o que afecten al orden y a la estabi-
lidad de la familia. 

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de im 
posible reparación, fuera de juicio o después de -
concluido, una vez agotados los recursos que en su 
caso procedan. 

c) Contra actos que afecten a personas extrañas al 
juicio, 

IV. En materia administrativa el amparo procede, -
además contra resoluciones que cause agravio no re 
parable mediante algún recurso, juicio o medio de-
defensa legal. No será necesario agotar éstos - -
cuando la ley que los establezca exija, para otor-
gar la suspensión del acto rec l amado, mayores re--
quisitos que los que la ley Reglamentaria del jui-
cio de Amparo requiera como condición para decre-
tar esa suspensión; 

V. El amparo contra sentencias definitivas o lau-
dos, sea que la violación se cometa durante el pro 
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cedimiento o en la sentencia misma, se promoverá -
directamente ante la Suprema Corte de Justicia: 

a) En materia penal, contra resoluciones definiti-
vas dictadas por Tribunales Judiciales del Fuero - 
Federal incluso los catrenses; tratándose de auto-
ridades judiciales del orden común, cuando las sen 
tencias que motiven la interposición de la demanda 
de amparo imponga la pena de muerte o comprendan -
una sanción privativa de libertad que exceda del -
término que para el otorgamiento de la libertad --
cauciona) señala la fracción 1 del artículo 20 de-
esta Constitución. 

b) En materia administrativa, cuando se reclamen -
por particulares sentencias definitivas dictadas -
por tribunales federales, administrativos o judi—
ciales, no reparables por algún recurso, juicio o-
medio ordinario de defensa legal, con las limita--
ciones que en materia de competencia establezca la 
ley secundaria. 

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias 
definitivas dictadas en juicios de orden federal o 
en juicios mercantiles, sea federal o local la au-
toridad que dicte el fallo, o en juicios del orden 
común, con las limitaciones que en materia de com-
petencia establezca la ley secundaria. Sólo la Su 
prema Corte conocerá de amparos contra sentencias-
dictadas en controversias sobre acciones del esta-
do civil o que afecten al orden y a la estabilidad 
de la Fami lia. 

En los juicios civiles del orden federal, la!-, sen-
tencias podrán ser reclamadas en amparo por cual-- 
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quiera de las partes incluso por la Federación en-
defensa de sus intereses patrimoniales. 

d) En materia laboral, cuando reclamen laudos dic-
tados por Juntas Centrales de Conciliación y Arbi-
traje de las entidades federativas, en conflictos-
de carácter colectivo; por autoridades federales -
de Conciliación y Arbitraje en cualquier conflicto, 
o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbi--
traje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 

VI. Fuera de los casos previstos en la fracción an 
terior, el amparo contra sentencias definitivas o-
laudos, sea que la violación se cometa durante el-
procedimiento o en la sentencia misma, se promove-
rá directamente ante el Tribunal Colegiado de Cir-
cuito dentro de cuya jurisdicción resida la autori 
dad que pronuncie la sentencia o el laudo. 

En los casos a que se refiere esta fracción y la - 
anterior, la ley Reglamentaria del Juicio de Ampa-
ro señalarán el trámite y los términos a que debe-
rá someterse tanto la Suprema Corte de Justicia co 
mo los Tribunales Colegiados de Circuito para dic-
tar sus respectivas resoluciones; 

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de --
juicio o después de concluido, o que afecten a per 
sonas extrañas al juicio, contra leyes o contra ac 
tos de autoridad administrativa, se interpondrá an 
te el juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se -
encuentre el lugar en que el acto reclamado r;r eje 
cute o trate de ejecutarse, y su tramitación se li 
mi taró al informe de la autoridad, a una audiencia 
para la que se citará en el mismo auto en el que - 
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se mande pedir el informe y se recibirán las prue-
bas que las partes interesadas ofrezcan y oirán --
los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia 
la sentencia; 

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en ampa 
ro los jueces de Distrito procede revisión. De --
ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 

a) Cuando se impugne una ley por estimarla incondi 
cional. 

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en 
las fracciones II, 111 del artículo 103 de esta 
Constitución. 

e) Cuando se reclamen del Presidente de la Repúbli 
ca, por estimarlos incondicionales, reglamentos en 
materia federal expedidos de acuerdo con el artícu 
lo 89, fracciónl, de esta Constitución. 

d) Cuando, en materia agraria, se reclamen actos -
de cualquiera autoridad que afecten a núcleos eji-
dales o comunales en sus derechos colectivos o a -
la pequeña propiedad. 

e) Cuando la autoridad responsable, en amparo admi 
nistrativo sea federal, con las limitaciones que 
en materia de competencia establezca la ley y. 

f) Cuando, en materia penal, se reclame solamente-
la violación del artículo 22 de esta Constitución. 

En los casos no previstos en los incisos anterio—
res, así como en los amparos promovidos contra ac-
tos de las autoridades administrativas, constitui-
das conforme a la Fracción VI, base primera y se-- 
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gunda del artículo 73 de esta Constitución, conoce 
rán de la revisión los Tribunales Colegiados de --
Circuito y sus sentencias no admitirán recurso al-
guno; 

IX. Las resoluciones que materia de amparo direc-
to pronuncien los Tribunales Colegiados de Circui-
to no admiten recurso alguno, a menos que decidan-
sobre la inconstitucionalidad de una ley o esta-', 
blezcan la interpretación directa de un precepto -
de la Constitución, caso en que serán recurribles-
ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la-
materia del recurso exclusivamente a la decisión -
de las cuestiones propiamente constitucionales. 

La resolución del Tribunal Colegiado de Circuito -
no será recurrible cuando se funde en la jurispru-
dencia que haya establecido la Suprema Corte de --
Justicia, sobre la Constitucionalidad de una ley o 
interpretación directa de un precepto de la Consti 
tución; 

X. Los actos reglamentados podrán ser objeto de -
superación en los casos y mediante las condiciones 
y garantía que determine la ley, para lo cual se -
tomará en cuenta la naturaleza de la violación ale 
gada, la dificultad de reparación de los darlos y - 
perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su --
ejecución, los que la suspensión origine a terce-
ros perjudicados y el interés público. 

Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las-
sentencias definitivas en materia penal al comuni-
carse la interposición del amparo y en materia ci-
vil, mediante Fianza que dé el quejoso para respon 
der de los daños y perjuicios que tal r,wspensión - 
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ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra-
parte de contrafianza para asegurar la reposición-
de las cosas al estado que guardaban si se conce--
diese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios-
consiguientes; 

Xl. La suspensión se pedirá ante la autoridad res-
ponsable cuando se trate de amparos directos ante-
la Suprema Corte de Justicia o los Tribunales Cole 
giados de Circuito en cuyo caso el agraviado le co 
muni cará a la propia autoridad responsable, dentro 
del término que fije la ley, bajo protesta de de--
cir verdad, la interposición del amparo, acompaña-
do dos copias de la demanda, una para el expedien-
te y otra que se entregará a la parte contraria. -
En los demás casos, conocerán y resolverán sobre - 
la suspensión los Juzgados de Distrito; 

XII. La violación de las garantías de los artícu—
los 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará an-
te el superior del tribunal que la recurrir, o an-
te el juez de Distrito que corresponda, pudiéndose 
recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que 
se pronuncien, en los términos prescritos por la - 
fracción VIII. 

Si el juez de Distrito no residiere en el mismo lu 
gar que reside la autoridad responsable, la ley de 
terminará el juez ante el que se ha de presentar 1  
el escrito de amparo, el que podrá suspender provi 
sionalmente el acto reclamado, en los casos y tér-
minos que la misma ley establezca; 

XIII. Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito 
sustenten tesis contradictorias en los juicios de-
amparo de su competencia, los ministros de la Su-•- 
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prema Corte de Justicia, el Procurador General de-
la República, los mencionados tribunales o las par 
tes que intervinieron en los juicios que en dichas 
tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la con-
tradicción ante la Sala que corresponda, a fin de-
que decida cuál tesis debe prevalecer. Cuando las 
Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten te 
sis contradictorias en los juicios de amparo mate-
ria de su competencia, cualquiera de esas Salas, -
el Procurador General de la República o las partes 
que intervinieron en los juicios en que tales te--
sis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la 
contratación ante la Suprema Corte de Justicia, --
que funcionando en Pleno decidirá cuál tesis debe-
prevalecer. 

La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno-
de la Suprema Corte en los casos a que se refieren 
los dos párrafos anteriores, sólo tendrá el efecto 
de fijar la jurisprudencia y no afectará las situa 
ciones jurídicas concretas derivadas de las senten 
cias dictadas en los juicios en que hubiese ocurri 
do la contradicción. 

	

XIV. 	Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la 
fracción II de este artículo y siempre que no esté 
reclamada la inconstitucionalidad de una ley, se -
decretará el sobreseimiento del amparo o la caduci 
dad de la instancia por inactividad del quejoso 
del recurrente, respectivamente, cuando el acto re 
clamado sea del orden civil o administrativo, en - 
los casos y términos que señale la ley Reglamenta- 

	

ria. 	La caducidad de la instancia dejará firme la 
sentencia recurrida; 
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XV. El Procurador General de la República o el --
Agente del Ministerio Público Federal que al efec-
to designare, será parte en todos los juicios de -
amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en di 
chos juicios, cuando el caso de que se trate carez 
ca, a su juicio, de interés público; 

XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsa-
ble insistiere en la repetición del acto reclamado 
o tratare de eludir la sentencia de la autoridad -
federal, será inmediatamente separada de su cargo-
y consignada ante el juez de Distrito que corres--
ponda; 

XVII. La autoridad responsable será consignada a - 
la autoridad correspondiente, cuando no suspenda - 
el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuando admi-
ta Fianza que resulte ilusoria o insuficiente, - - 
siendo, en estos dos últimos casos, solidaria la -
responsabilidad civil de la autoridad con el que - 
ofreciere la fianza y el que la prestare, y 

XVIII. Los alcaides y carceleros que no reciban co 
pia autorizada del auto de formal prisión de un de 
tenido, dentro de las setenta y dos horas que seña 
la el artículo 19, contadas desde que aquél esté a 
disposición de su juez, deberán llamar la atención 
de éste sobre dicho particular, en el acto mismo -
de concluir el término y si no reciben la constan-
cia mencionada, dentro de las tres horas siguien--
tes, lo pondrán en libertad. 

Los infractores del artículo citado y de esta dis-
posición serán consignados inmediatamente a la au-
toridad competente. 
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También será consignado a la autoridad o agente de 
ella;  el que, realizada una aprehensión no pusiere 
al detenido a disposición de su juez, dentro de --
las veinticuatro horas siguientes. 

Si la detención se verifica fuera del lugar en que 
reside el juez, al término mencionado se agregará-
el suficiente para recorrer la distancia que hubie 
re entre dicho lugar y en el que se efectuó la de-
tención. (3) 

3.- LA FUNCION EJECUTIVA. 

Los deberes del poder ejecutivo se reduce a cuatro, 
como nota Rosignoli: 

a) Poner por obra las providencias ordenadas por -
el poder legislativo y las sentencias del ini--
cial; 

Velar sobre el orden público y la- paz, defen- - 
diéndolos de todo enemigo interior y exterior; 

c) Mantener las relaciones con los demás Estados; 

d) Promover el público bienestar, así moral como - 
material. 	El ejercicio de este poder incluye,- 
por consiguiente: 

a.- La institución de oficiales o magistrados pú--
blicos, mantenedores del orden y la paz; 

b. 	La Fuerza, la cual debe ser espontánea manifes 
tación de las energías nacionales; 

(3) CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME 
XICANOS DE 1917. 
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c.- La Administración pública y recaudación de tri 
butos (242). A lo primero corresponde el po-
der gobernativo; a los segundos, el coercitivo; 
a lo tercero, el administrativo; que son, por-
tanto, funcionés parciales del poder ejecutivo. 

Cualidades necesarias en el ejercicio del poder --
ejecutivo son: la prudencia, la fidelidad a las le 
yes y la firmeza, de modo que ni degenere por ri--
gor en despotismo, ni por excesiva blandura contri 
buya a la relajación de los vínculos sociales y a- 
la disolución de la sociedad. 

Lo mismo que el poder legislador, tiene también el 
ejecutivo el estricto deber de respetar, en su eje 
cución, la conveniente autonomía de los diversos - 
organismos sociales (familia, municipio, región, -
clases, etc.,) y todos los derechos presociales de 
los diversos elementos componentes de la sociedad. 

La centralización excesiva de la administración --
conduce al triste desarrollo de la burocracia, con 
notable detrimento de las clases productoras y de-
las fuerzas vivas de la nación. (4) 

"En todas partes hay gente administrando y gente - 
siendo administrada", dice Ordway Tead, con cuya -
afirmación nos ofrece una idea de la amplitud e im 
portancia de la administración, cuyos orígenes se-
remontan al nacimiento de la civilización misma. 

"Cuando dos hombres cooperan para rodar una piedra 
que ninguno de los dos podría mover por sí solo, - 

(4) José Ma. Llovera "Tratado de sociología, pág. 
123, Madrid 1963. 
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aparecen los rendimientos de la administración". 

La Administración pública lleva implícitas funcio-
nes de gobierno y con ello de planeación, de orga-
nización, de integración de dirección y control de 
la conducta ciudadana, del encauzamiento de los --
procesos sociales, de la consecución de los propó-
sitos estatales, de las instituciones gubernamenta 
les, relaciones entre poder y particulares, las li 
bertades de estos últimos y sus límites. 

Administración Pública y Gobierno se identifican - 
delimitándose cada uno de manera que la ampliación 
de la esfera de competencia de una determina la co 
rrespondiente limitacion en la esfera de competen-
cia del otro. 

Partiendo de la división tradicional tripartita de 
poderes que opera en el ejercicio de la soberanía-
estatal, en la generalidad de estados contemporá--
neos, al Poder Legislativo corresponde la función-
del mismo nombre, es decir, la expresión de las le 
yes (normas de carácter abstracto e impersonal per 
manentes y no modificables sino por otras de la -
misma índole), al Poder Judicial o Jurisdiccional, 
la administración de justicia, es decir, la inter-
pretación de las normas creadas por el Poder Legis 
lativo en su aplicación a casos concretos de con--
tienda, y a la administración pública o Poder Eje-
cuti vo corresponde la función administrativa o eje 
cuti va, en donde se conjugan Funciones de Gobierno 
con funciones políticas propiamente administrati—
vas, en donde intervienen de manera preponderante, 
la planeación, la organi zaci ón, la i ntegraci ón, la 
dirección y el control, tanto de factores materia- 
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les como humanos a que nos referimos en anteceden-
tes. 

El estudio que aquí se inicia, contempla la inven-
ción de la administración pública en uno de los an 
tes más típicos de una sociedad de consumo del ti-
po de los Estados Unidos de Norteamérica, que ya -
viven algunos estratos de la sociedad mexicana, co 
mo es la empresa y en especial la de tipo mercan-
til, entendiendo por empresa: 

"La unidad económico-social en la que los inversio 
nistas, los trabajadores y la dirección se coordi-
nan para lograr una producción socialmente útil — 
(conveniente para la necesidad de los consumido- - 
res), conforme a las exigencias del bien común". 

En posterior capítulo, analizamos esta institución 
desde los puntos de vista económico y jurídico. 

En la actualidad la sociedad atraviesa por una si-
tuación tal en donde las organizaciones gubernamen 
tales como cualquiera otra, han evolucionado a tal 
ritmo que alcanzan una enorme diversificación y --
complejidad que les determina división y especiali 
zación de funciones en terrenos diversos que les -
llevan ilimitadamente a intervenir en aspectos tra 
dicionalmente de la esfera de acción de los parti-
culares. 

Etimología del vocablo administración. 

La palabra administración deriva del latín "Admi--
nistrationis", que significa dirección, ejercicio, 
servicio. 

Administrar deriva del "AD", a, "MINISTRARE" cuyo- 
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significado es servir, cuidar. 

También se ha creído qt'e proviene de "Administra--
re", de "ad manus trahere" o sea traer a mano, apa 
reciendo aquí la última radical del sustantivo "Ad 
ministrator", que viene a ser administrador, el --
qué ministra, maneja, sirve, propone, ejerce un 
cargo. 

Finalmente "Administrare" es un verbo que proviene 
de la voz "minister", el que sirve o ayuda, formán 
dose de "minis" contrapuesto a magis" que sugiere-
la idea de actividad subordinada, cuya es la apli-
cación en los vocablos Ministro o Administrador --
que, a su vez ideade servicio. Esta etimología ha 
tenido connotaciones diversas como ejecutar, capi-
tanear, mandar, dirigir, y en Fin, ejecución y - -
obra o servicio para un fin. 

Concepto Vulgar 

Sin entrar en una investigación exhaustiva del tér 
mino Administración", se entiende generalmente co-
mo una ordenación de los bienes materiales y econó 
micos, como la atención de negocios, el cuidado de 
los bienes y hacienda, como acción dirigida a un -
fin. 

A la administración se le aprecia generalmente en-
su aspecto económico y aún concretamente, la admi-
nistración pública misma, como ocurre en los Esta-
dos Unidos de Norteamérica, donde el propio apara-
to estatal parece ser un reF l ejo de las empresas - 
industriales. 
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Objetivos y Alcances de la Administración Pública 

La tarea de administrar es tan antigua como la ci- 
vilización misma. 	Instituciones como la Iglesia,-
el Gobierno, el Ejército y otras, han tenido siem-
pre las más abigarradas actividades que significan 
problemas de esfuerzo común, donde nos hace falta, 
para su mejor solución una verdadera armonía y - -
coordinación; esos problemas son propios de la ad-
mi ni straci ón. 

Desde hace mucho tiempo la administración ha sido-
una de las grandes preocupaciones del hombre, las-
obras creadas en diversos lugares y épocas, hacen-
suponer las existencias de una organización admi--
nistrativa de gran envergadura, como lo demuestran 
las pirámides egipcias, la gran muralla china, las 
ruinas de Palenque de Chichén Itzá, los ejércitos-
de Alejandro el Grande, el Imperio Romano, etc. - 
Sin embargo, el concepto de esta disciplina, según 
se entiende en la actualidad, es en realidad nuevo, 
pues sus fronteras se han delimitado hasta hacer -
relativamente poco tiempo. 

Con anterioridad se tenía la idea de que la fun- - 
ción del administrador se reducía a la aplicación-
de técnicas y procedimientos, dejando la parte sus 
tantiva en relación a lo que el gobierno debía o - 
no hacer fuera de los límites de la administración 
y al alcance de otras ciencias. 

Actualmente es notorio el avance de la Administra-
ción Pública que ha superado al fin las simples --
técni cas y procedimientos como su único conteni do-
para ir mucho más lejos y estar en condiciones de-
enfrentarse con éxito a los múltiples problemas -- 
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que hoy presenta la compleja organización guberna-
mental. En la Administración ha de procurarse la-
cooperación planeada, coordinada y dirigida de to-
dos los miembros de la sociedad, para la realiza--
ción de las tareas de la comunidad. La Administra 
ción Pública, como subdivisión de la administra- -
ción en general, se ocupa de la realización de los 
fines del Estado, los intereses públicos y el Dere 
cho, que se ofrece como el elemento coercitivo den 
tro de la sociedad. 

La Administración Pública sirve y controla y no só 
lo es un elemento de Gobierno sí no un procedimien-
to. Es, como se verá más adelante, una ciencia, -
un arte y una técnica. Es una serie de eslabones-
concatenados entre sí, que se inicia con la defini 
ción de los problemas y el establecimiento de las-
metas, reconociéndose, en todos y cada uno, su im-
portancia y necesidad. 

El campo de la Administración Pública está donde - 
quiera que hay que hacer algo. Es una disciplina-
permanente necesitada de decisiones pequeñas o - -
grandes, intrascendente o de gran importancia, por 
todas relacionadas con la estrategia general. De-
otra manera estaría relacionada con cuestiones que 
con frecuencia consisten en la aplicación de re- - 
glas y procedimientos no siempre bien comprendidos, 
dando origen a ruinas que por lo conocidas no hace 
falta explicarlas detenidamente. Baste indicar --
que el personal que cae en esos vicios se toma in-
dolente y apático, perdiéndose en la empresa la --
fluidez y la espontaneidad, perjudicándose al pú—
blico beneficiario y a los propios Funcionarios --
que carga con la responsabilidad, cuyo peso puede- 
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llegar a ser tan abrumador que termine por menosca 
bar sj propio prestigio. Dichos empleados forman-
una masa inerte a la que no importa los objetivos-
que se persiguen y es conveniente inyectarles un - 
espíritu de misión, dinamismo y relaciones mutuas-
que les impulse a la búsqueda de los valores gene-
rales y a la consecución de los fines u objetivos-
que se persiguen. 

Por otra parte, en la práctica es notoria la obser 
vación de que el gobierno se encuentra en una alta 
proporción, dentro de las funciones del Poder Eje- 
cutivo. 	La idea de la división del trabajo produ-
ce consecuentemente la división de las funciones - 
del Estado, cuyos inicios encontramos desde Aristó 
teles, que hablaba ya de Senado. Autoridades y --
Tribunal Popular. 

Esta división de funciones estatales, como es sabi 
do, no cuenta con una verdadera delimitación, lle-
vando en estas condiciones el Poder Ejecutivo a ca 
bo, las actividades administrativa regulada por 
la norma jurídica. 

La zona vaga en que se encuentran los límites in--
ternos de las funciones estatales, el Poder Ejecu-
ti vo no tiene en exclusiva la administración, por-
que ni es la única ni agota en ella toda su activi 
dad, en tanto que tiene a su cargo otras como la - 
política, la económica, etc. 

El gobierno no puede ni debe hacerlo todo, ni aun-
en la sociedad comunista. En los países que cuen-
tan con un sistema democrático, la actividad guber 
namental queda enmarcada dentro de lo que es debi-
do. 
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La administración pública es administración esta--
tal. La actividad administradora es una actividad 
creadora, por lo que tiene que llevar en sí misma-
suficiente libertad para la elección de los medios 
a utilizar, a pesar de lo cual esa libertad es más 
amplia en el ámbito del Poder Legislativo, porque-
el Ejecutivo podría deci rse, está sometido a aquél 
por la regulación normativa misma. 

El funcionario administrador no sólo debe tener un 
sentido práctico, sino ser diestro en el campo de-
las relaciones humanas, prudente en la política y-
sutil en la observación de las necesidades económi 
cas. 

En el Mundo de la Administración pública los fines 
que se persiguen son tan variados como los casos -
prácticos que pueden presentarse. En cada momento 
y lugar, los elementos políticos, económicos y so-
ciales tienen una existencia importante y real den 
tro de una nación determinada. 

El administrador, por la dignidad y enorme valor -
de la actividad que realiza, ha de agregar a su --
responsable desempeño una amplia educación, magna-
nimidad, integridad, iniciativa y sensibilidad hu-
mana, porque como dice Dimock, si en la administra 
ción hay algo que merezca ser cuidado, la persona-
humana constituye ese algo. 

La administración en fin, es una verdadera habili-
dad que de alguna manera necesita toda persona cu-
ya profesi6 o actividad que ver con las relaciones 
humanas o la dirección institucional. 

Y estos factores entran de hecho en casi todas las 
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actividades que puedan desarrollarse. 

La administración pública es fundamentalmente coo-
peración entre hombres que van de lo simple a lo -
complicado. Cuando la cooperación es simple, el -
elemento humano tiene mayor imponencia más que - -
cuando llega a predominar la organización y los mé 
todos pre-establecidos. 

La administración pública y la de negocios son se-
mejantes por cuanto que ambas son prácticas, a tra 
vés de ellas se prestan servicios y se rigen tam--
bién por técnicas comunes para planificar, organi-
zar, formular presupuestos, controlar, etc. 

Dice Woodrow que "La administración pública es el-
lado práctico o comercial del gobierno ya que su - 
finalidad es que los negocios públicos se realicen 
eficazmente y tan de acuerdo con los gustos y de--
seos del público como sea posible. Mediante la ad 
ministración, el gobierno hace frente a aquellas -
de las necesidades de la sociedad que la iniciati-
va privada no puede o no quiere satisfacer". 

Ambas clases de administración tienen sin embargo, 
claras diferencias porque mientras el gobierno es-
soberano y elabora las leyes en este mismo sentido, 
el negociante solo puede manifestar su apoyo u opo 
sición. 	Por otro lado, mientras el gobierno sirve 
al interés colectivo, el negociante pretende un lu 
cro en su propio provecho. 

En su más sentido, la administración está consti—
tuida por el conjunto de actividades de grupos que 
cooperan para alcanzar objetivos comunes, como sos 
tienen Simón, Smithburg y Thampson. 
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¿De qué manera han de alcanzarse esos objetivos co 
munes?. Seguramente encontramos la respuesta en -
la planeación coordinada de los esfuerzos. 

Si los rudimentos de la administración aparecen --
cuando dos individuos coordinan sus esfuerzos para 
hacer rodar la piedra que ninguno de los dos por -
sí solos hubiera podido lograr, desde ese momento-
aparece también la necesidad de planear y coordi--
nar los esfuerzos con la idea de obtener los mejo-
res resultados comunes. 

Hay muchas formas de lograr los objetivos. En el-
caso planteado anteriormente, la piedra podría - -
bien trasladarse después de romperse y llevarse en 
fragmentos, tirarla mediante el uso combinado de -
una cuerda y una polea, apoyándola en el arbol más 
próximo, deslizarla sobre maderos utilizados como-
rodillos, o en fin, rodarla por medio de palancas. 

Esto demuestra que en lo que se refiere a solucio-
nes puede proponerse un sin número de ellas, pero-
cabe hacer la aclaración de que en materia adminis 
trativa hay otras muchas cuestiones que determinar, 
no con menos importancia como la experiencia adqui 
rida en el tiempo acerca de estas tareas, la divi-
sión del trabajo, la selección del personal, la --
elección de métodos, el conocimiento y la destreza 
individuales, la coordinación de esfuerzos, etc. 

La administración se refiere a las normas de con--
ducta humana. Toda persona que de alguna manera -
se ha visto involucrada en determinada labor coope 
rati va, tiene una idea aunque superficial, de lo -
que es la administración y corno todo mundo ha rez 
!izado alguna vez labor semejante, todos tenemos - 
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conocimientos básicos en relació con esta discipli 
na, generalmente adquiridos por la experiencia en: 
clubes, partidos políticos, escuelas, familia, - -
iglesia y todos aquellos medios en donde se hace -
necesaria la colaboración de los miembros 

La vida nos ofrece cantidades infinitas de posibi-
lidades para la realización de actividades adminis 
trativas, aunque no siempre se llevan a cabo cons-
cientemente o con la deliberada idea de que se es-
tá ejecutando esta clase de trabajos. 

En el campo gubernamental la actividad administra-
tiva es más compleja porque los métodos tradiciona 
les de conducta requiere ser permanentemente revi-
sados y mejorados, que de otra manera estará ex- -
puesta a sufrir los más fuertes Fracasos. 

Veamos algunas de las definiciones que en relación 
con la materia se han formulado: 

Luther Gulick entiende la administración pública -
como una división de la ciencia política y como --
una de las ciencias sociales que se refiere a ha--
cer cosas, entender relaciones preferir efectos e-
influir resultados, en tanto haya personas traba--
jando conjunta y organizadamente para un propósito 
común. 

La rama ejecutiva, para él, es el sitio donde se -
hace el trabajo del gobierno, criticándosele en el 
sentido de que la administración pública no puede-
tratarse de mera obediencia mecánica o exclusiva - 
ejecución, separada de la formulación de la norma-
o de las decisiones en cuanto se refiere a los me-
dios y a los fines. 
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Para Francisco López Alvarez, el arte de la admi—
nistración Pública es la coordinación y control de 
gran número de personas bajo una dirección inteli-
gente para alcanzar algún propósito u objetivo. -
Es el arte dinámico de agrupar las disposiciones,-
fuerzas y elementos dispersos para alcanzar una me 
ta. 

En este sentido hay confusión propiedad por los in 
tereses políticos, porque si bien la política tie-
ne como finalidad trazar las metas estatales, para 
llevarlas hasta su realización final, los intere--
ses personales han de quedar al margen de la apli-
cación técnica de los medios. 

Ocurre en algunas ocasiones que se habla de proyec 
tos, cuya realización clara y anticipadamente, es-
posible asegurar que no se podrán llevar a cabo, -
puesto que de acuerdo con la lógica son irrealiza-
bles y solo constituyen medios de propaganda de or 
den político y que de llevarse a la práctica, con-
ducirán al agotamiento presupuestal de toda la na-
ción. 

El carácter técnico de la administración pública,-
para este autor, estriba en escoger los medios idó 
neos para la realización de la actividad que con--
duzca a la obtención de las metas propuestas. 

La administración pública consiste en todas las 
operaciones que tienen por objeto la realización o 
la observancia forzosa de la política del Estado.-
El sistema de administración pública será la orde-
nación integrada de todas las leyes, reglamentos,-
prácticas, relaciones, códigos y costumbres que --
prevalecen en un momento y lugar determinados, pa- 
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ra realización o la ejecución de la política del-
Estado. 

En el más amplio sentido, los fines que persiguen-
la administración pública, son los fines últimos -
del Estado, como la conservación de la paz y el or 
den, la realización de la justicia, la protección-
contra enfermedades, inseguridad, etc. 

Adam Brocks. "La Administración Pública es la ca-
pacidad de coordinar muchas y a veces antagónicas, 
energías sociales en un solo organismo, tan hábil-
mente que operen como una unidad. Esto presupone-
la facultad de reconocer una serie de relaciones -
entre numerosos intereses sociales especiales, la-
totalidad de los cuales no puede conocer íntimamen 
te un individuo. Probablemente ninguna clase muy-
especializada puede ser fuerte en esta cualidad in 
telectual a causa del aislamiento intelectual inhe 
rente a la especialización y sin embargo, la admi-
nistración o generalización es no sólo la facultad 
sobre la cual descansa la estabilidad social, sino 
que es posiblemente la facultad más elevada de la-
mente humana". 

Elmore Petersen sostiene que la "Administración es 
técnica por medio de la cual los propósitos y obje 
ti vos de un grupo humano cualquiera son determina-
dos, clasificados y efectuados. El método para --
llevarla a cabo es la dirección. Su objeto es or-
ganizar los miembros del grupo y coordinar, diri--
gir y supervisar sus actividades para obtener re--
sultados y metas deseadas". 

William H. Newman: "La Administración es la guía,- 
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encausamiento y control de los esfuerzos de grupo-
de individuos para lograr un objetivo común". 

Agustín Reyes Ponce: "Es el conjunto sistemático -
de reglas para lograr la máxima eficiencia de las-
formas de estructurar y de operar un organismo so-
cial". 

Frederick Winslow Taylor sobre el particular pro--
pugna por una obtención de mayores rendimientos me 
diante la aplicación del mejor método para ejecu-
tar el trabajo, trata asimismo de fijar la clase -
de método adecuado con el auxilio del raciocinio o 
investigación científica, consiste en la observa—
ción de los fenómenos, la experimentación y la com 
probación. 

En su método científico la división es la base fun 
damental a la manera del principio cartesiano, o -
sea, se dividen los hechos en sus partes elementa-
les para que cada una sea sujeta a individual estu 
dio, obteniéndose, en esta forma, que, desglosado-
el problema, es resuelto en todas y cada una de --
sus partes en que fue dividido. 

Al sustituir el empirismo por la observación el --
análisis y la experimentación como base de su in—
vestigación científica, formulamos sus cuatro prin 
cipios fundamentales: 

1.- Desplazamiento del sistema de advinanazas por-
el de estudios científicos. 

2.- Selección, entrenamiento y especialización 
científicos del obrero, en lugar de que :3e le-
imponga un oficio o lo aprenda como pueda. 

3•- Cooperación de Obreros-empresas. 
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4.- Equidad en las responsabilidades entre la di—
rección de la empresa y los obreros, la prime-
ra planeando y organizando, los segundos, eje-
cutando el trabajo. 

Ordway Tead: "La administración se concibe como el 
conjunto de actividades necesarias de aquellos in-
dividuos (jefes) en una organización encargada de-
ordenar, impulsar y facilitar los esfuerzos asocia 
dos de un grupo de individuos reunidos para lograr 
determinados objetos". 

Marchall E. Dimock: "...desde el punto de vista de 
la estructura del gobierno, la administración pú—
blica se ocupa del estudio y la práctica de aque—
llas cuestiones cuya realización está a cargo del-
Derecho y la Política. Una vez que la Legislatura 
aprueba una politica y la convierte en ley y luego 
que el Poder Legislativo define y determina el De-
recho, las funciones gubernativas restantes quedan 
a cargo de la administración pública". 

El mismo autor sostiene que "... el estudio de la-
administración pública se refiere al QUE y COMO de 
lo que el gobierno no hace", considerado al "que"-
como la substancia y el conocimiento técnico y al-
"como" igual a las técnicas de gerencia. 

Aunque esta observando no contempla con unidad au-
tónoma el terreno específico de la administración-
pública sino más bien de la administración general, 
puesto que identifica esta idea con la de gobierno 
y no determina que fases de éste, concretamente, -
debe abarcar la materia de que se trata. 

En efecto, la administración pública se refiere a- 
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la actividad que realiza la rama ejecutiva del go-
bierno, aceveración que, hoy por hoy, encuentra --
apoyo en el hecho de que en muchos países se vive-
en una situación que concreta, no sin cierto peli-
gro, la autoridad, precisamente en la parte ejecu-
tiva, lo que significa un claro abandono de las ra 
mas Legislativa y Judicial. 

El ejecutivo lleva a cabo algunas actividades en -
relación directa con las empresas privadas de pro-
ducción económica, obedeciendo sin duda a los éxi-
tos que en este aspecto han logrado las empresas - 
industriales, los intentos de organizació y siste-
matizar la administración pública en algunos luga-
res, como Estados Unidos, en ha canalizado a tra-
vés de los sistemas que son producto de la expe- - 
riencia en el mundo de los negocios. 

Como todo conocimiento que aparece tardíamente, la 
administración pública tiene necesidad de tomar --
las experiencias de otros disciplinas en trato le-
sean útiles, de tal suerte que, ante los notorios-
éxitos de las ciencias naturales, ha provocado en-
nuestra materia, imitaciones y hasta algunos "com-
plejos de inferioridad". 

Hemos de señalar asimismo que existen definiciones 
sobre la administración pública en diferentes sen-
tidos: en sentido formal en sentido material, am--
plia y estrictamente. 

En sentido formal la administración pública es el-
conjunto de órdenes internas y procedimientoll del-
Poder Ejecutivo y de la protección jurídica que -- 
asiste a las partes, personas físicas o morales -
respecto a la acción del ejecutivo. 
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En sentido material es el Estado en acción, es la-
actividad que despliega en forma positiva y direc-
ta en materia administrativa, para satisfacer las-
necesidades e ideales colectivos en mercados den--
tro de los fines del Estado, acción que se actuali 
za indistintamente por cualquiera de los tres pode 
res o los tres, que en un momento dado, pueden con 
currir conjuntamente a una ingenta tarea. 

En su sentido amplio, la administración pública es 
la actividad del Estado para la realización de sus 
fines necesarios y contingentes. 

Es actividad de los tres poderes. 

En sentido escrito, es la actividad del Poder Eje-
cutivo en la realización de los Fines del Estado -
que le corresponden en razón de su competencia. 

Para Pedro Muñoz Amato puede intentarse una defini 
ción amplia en el sentido de que la administración 
pública es todo es sistema de gobierno, todo el --
conjunto de ideas, actitudes, normas, procesos, -
instituciones y otras formas de conducta humana --
que determinan cómo se distribuye y ejerce la auto 
ridad política, cómo se atienden los intereses pú-
blicos. 

Tomando en cuenta el ámbito de la administración - 
pública y todos los procesos de gobierno que com--
prende, sugiere el mismo autor una deFinición en - 
sentido escrito: "Es la Fase del gobierno que cons 
ta de la ordenación cooperativa de personas, me- - 
diante la planiFicación, organización, educación y 
dirección de su conducta, para la realización de - 
los fines del sistema político". 



115 

Fritz Fleiner: "Administración es toda actividad - 
del Estado o que cualquiera otra corporación de de 
recho público desarrolle, en su propio orden jurí-
dico, para alcanzar sus Fines esenciales y no per-
tenezca a la esfera de la legislación ni de la ad-
ministración de justicia". 

En su definición negativa, Otto Mayer dice que la-
administración pública es toda aquella actividad -
del Estado que no es legislación ni jurisdicción. 

Finalmente proponen la definición de administra- - 
ción pública, entendiéndola como la actividad del-
Estado que se realiza fundamentalmente a través --
del Poder Ejecutivo mediante el ejercicio de sus -
atribuciones, para alcanzar los objetivos comunes-
que se persiguen en su propio tema político. (5) 

4.- RELACION ARMONICA DE LAS TRES FUNCIONES. 

Comparando entre sí las tres distintas funciones 
de la pública autoridad: 

a) La función legislativa se nos presenta como - 
raíz de las otras dos; la ejecutiva, como com--
plemento de la legislativa y la judicial. 

b) No son tres poderes o potestades e i ndependi en-
tes entre sí, sino más bien tres fases o momen-
tos de todo poder, pues cualquiera que éste sea 
debe, como observó Santo Tomás, dirigir por la- 

(5) Horacio López Basilio "Elementos de adminis—
tración", pág. 23. México 1974. 
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ley u ordenamiento, regir por la ejecución y co 
rregir por la sentencia judicial. 	Sin embargo, 
aunque estas tres funciones no son sino manifes 
taciones de una primera Fuerza directriz de la-
sociedad. 

c) Es conveniente que, en concreto, vengan ejerci-
das por distintos órganos, apropiados a cada --
una de ellas. La acumulación de poderes en una 
misma persona jurídica da lugar a lamentables - 
abusos. 	El poder ejecutivo y el legislativo -- 
condensados en una mano, fácilmente degeneran - 
en arbitrariedad y despotismo. 	El judicial uni 
do al legislativo conFiere al juez derechos ab-
solutísimos: unido al ejecutivo se presta a la-
opresión tiránica. Por otra parte. 

d) El pretenso equilibrio de poderes, mediante, no 
sólo la distinción de organismos, sino la sepa-
ración de las mismas potestades sin subordina—
ción a un poder central que predomine sobre - -
ellas, es un contrasentido que destruye, como -
nota ROMAGNOSI, toda'idea, de gobierno, porque-
no hay gobierno posible sin unidad de dirección 
de acción y de aplicación a la vida concreta, -
de las normas o leyes generales establecidas pa 
ra el régimen de la sociedad. 
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CONCLUSIONES 

1.- La autoridad nace conjuntamente con la socio--
dad, ya que partiendo de la base de que ningu-
na cosa puede existir sin sus principios in- - 
trínsecos y esenciales, así tampoco puede exis 
tir ninguna sociedad si en el mismo instante -
no existe ya, también la autoridad, que es - - 
quien la forma. 	La autoridad nace, de consi--
guíente, al mismo tiempo que la sociedad. 

2.- El derecho de establecer la Forma de Gobierno-
y la ley de investidura del poder o, en otros-
términos, el poder constituyente, reside siem-
pre en la comunidad, si bien resultado y limi-
tado en su ejercicio por la necesidad del bien 
común. 

3.- Todas las Formas de gobierno deben estar desti 
nadas a lograr el bienestar común, tomando en-
cuenta para establecer la forma de gobierno --
los diferentes factores que conforman a un pue 
blo, como son los culturales, históricos, so-- 
ciales, económicos, etc... 	El elemento humano 
que representa la Forma de gobierno deberá ser 
competente, desinteresado, y deseoso del bien-
común. 

4 - Será misión de la autoridad la protección a --
las clases económicamente débi les, velar• por -
la no violación de los derechos individuales y 
sociales, buscar en todo momento un equilibrio 
social; todo esto podemos reducirlo consideran 
do que la autoridad tiene como principal mi- - 
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sión buscar la justicia social. 

Los límites de la autoridad serán aquéllos que 
atenten al bienestar común. 

.- El ejercicio de las tres funciones de la auto-
ridad (ejecutiva, legislativa y judicial) debe 
rá efectuarse libre de cualquier presión de --
una hacia la otra, pero en un ambiente de armo 
nía entre ellas. 

- Las tres funciones de la autoridad velarán por 
los intereses de la nación. 

- La autoridad representa la causa formal de la-
sociedad, aquella que organiza la materia del-
mismo, que es la población, y le señala sus 
cauces y los lineamientos de su actividad. 

- La autoridad en el Estado no es más que una ex 
teriorización particular del múltiple y comple 
jo problema de la autoridad en la vida social. 

10.- En todos los grupos humanos hay autoridad: la-
del padre de familia, la del jefe de la ofici-
na, la del secretario del sindicato, la del --
rector de la Universidad, etc..., cada uno de-
estos tipos de autoridad tiene sus propiedades 
específicas y su ámbito peculiar de aplicación. 

11.- La autoridad pública tiene una gran misión que 
cumplir: llevar a individuos y grupos que For-
man la población del Estado a la realización -
del bien público temporal. 
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